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1. Introducción 
El presente documento tiene como objetivo identificar y analizar los componentes cruciales o elementos no negociables que debe tener toda legislación y políticas públicas dirigidas a enfrentar la violencia física, sexual, patrimonial y  psicológica, contra las mujeres afectadas.  Como las bases legales son distintas entre los países latinoamericanos y caribeños, esta iniciativa se enfoca en los países que tienen un marco jurídico basado en leyes  y no en países con tendencias anglosajonas, en donde la jurisprudencia tiene un tratamiento preferencial. Se intenta crear un instrumento que permita garantizar un ámbito de protección internacional a las mujeres y demás personas víctimas de este tipo de violencia sin distinción de su país de origen, edad, raza o clase social u otra categoría. Esta iniciativa no pretende abordar medidas legislativas dirigidas a eliminar la explotación sexual, el tráfico de mujeres, el turismo sexual, ni la relacionada con la problemática de la mujer en los conflictos armados. Aunque estos tipos violencia contra las mujeres son basados en el género, su naturaleza, dimensiones y complejidades requieren de documentos que aborden, en profundidad, sus especificidades.
Este documento intenta servir de guía para reformar legislaciones y políticas públicas sobre violencia contra las mujeres particularmente la violencia doméstica y la sexual.  Está dirigido a legisladores, grupos de abogacía y redes de mujeres. El mismo fue revisado en la reunión de expertas que se llevó a cabo del 5-7 de agosto, 2003 y que convocó a especialistas de la región con experiencia en derecho, capacitación, reforma, trabajo académico, abogacía,  litigio, y salud reproductiva. Este esfuerzo colaborativo para el desarrollo de un marco modelo de políticas y legislación ha sido coordinado por la Organización Panamericana de la Salud/Organización Mundial de la Salud, en colaboración con la Comisión Interamericana de Mujeres (CIMI/OEA), el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA), UNIFEM y las Organizaciones No Gubernamentales regionales como CLADEM, IPAS, ISIS Internacional, el Grupo Parlamentario Internacional, y el Centro por los Derechos a la Salud Reproductiva. 

Aunque todavía existen pocos datos en América Latina, sabemos que el sector más vulnerable de sufrir abuso en los hogares son las mujeres.  La evidencia empírica muestra que entre un 30% hasta 60% de mujeres han sido abusadas por su pareja (1).  Algunos de estos estudios también indican que la gran mayoría  (entre 70% y 90%) de las víctimas de la violencia intrafamiliar o doméstica es dirigida a mujeres en edad fértil (15 -  49 años), en su mayoría por su actual o ex pareja. Además, las investigaciones realizadas evidencian que el maltrato físico, que es el abuso mas reconocido y detectado, a menudo esta acompañado por abuso psicológico y en la mitad de los casos por el abuso sexual.  Los efectos en la salud y el bienestar incluyen los relacionados con la salud reproductiva en las mismas víctimas (embarazos no deseados, abortos provocado por los golpes o en reacción a la violencia, infecciones de transmisión sexual que incluye VIH/SIDA por la falta de capacidad de protegerse) y en sus hijos, los cuales tienden a tener un riesgo más alto de comportamiento de riesgo sexuales, de violencia, y consumo de alcohol y drogas (2).  

Pero lo más importante es que la violencia contra las mujeres continua siendo uno de los abusos de derechos humanos más extendidos y menos reconocidos en todos nuestros países.  Sigue siendo un “problema de mujeres”.  Aunque afecta el bienestar y la salud de un tercio, hasta la mitad de la población femenina y que erosiona el tejido social de la familia y de las comunidades, el tema no se ha constituido en un punto importante en las agendas nacionales como el problema social prioritario que es. 

2. Consideraciones clave en la legislación y las políticas sobre violencia contra las mujeres

Para los fines de este documento se asume  que la violencia contra las mujeres:

· Es una violación a los derechos humanos, independientemente del  ámbito en el cual ocurra. 
· Es la consecuencia de un desbalance de poder producto de creencias, culturas, normas e instituciones sociales que legitiman y por ende perpetúan la violencia contra la mujer. Es importante empoderar a las mujeres para luchar contra la violencia de que son objeto y cambiar las normas y conductas sociales.

· Tiene lugar en todos los países y no está limitado a ciertos grupos sociales, sexuales, económicos, religiosos o culturales.(1)
2.1. El marco legal en América Latina
Catalizado por el movimiento de las mujeres, y las conferencias mundiales como la de Derechos Humanos (Viena, 1993), la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1994), y la Conferencia Internacional de Población y el Desarrollo (Cairo, 1994), la mayoría de los países promulgaron diversas leyes contra la violencia doméstica/intrafamiliar durante la década de 90.  El marco legal establecido primero por la Convención para Eliminar todo Tipo de Discriminación Contra las Mujeres (CEDAW, 1979) y después,  con criterios mucho más específicos, por la Convención Interamericana sobre la Prevención, Sanción, y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres (Belem do Pará, 1994), obliga a los gobiernos a implementar y monitorear leyes y políticas para sancionar la violencia contra las mujeres.  Hoy en día,  la mayoría de los países de la región ha ratificado las dos convenciones y tienen leyes sobre la violencia intrafamiliar/doméstica;  algunos, pero no todos, con énfasis en la violencia contra la mujer. Los países que ratificaron la Convención de Belem do Para se obligaron de implementar sus mandatos.
Belém do Pará: obligaciones específicas para Estados Miembros, según compromisos adquiridos
	Artículo 7:
· Abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar porque las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación;
· Actuar con la debida diligencia en prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer; 

· Incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer; 

· Adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad; 

· Establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; 

· Establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación de daños u otros medios de compensación justos y eficaces.  

Articulo 8:
· Adoptar otros programas y medidas para promover la educación pública y la concientización,

· Movilizar a las comunidades para combatir la violencia contra la mujer y ofrecer servicios y asistencia especializada a las mujeres que son víctimas de violencia.

· Garantizar la investigación y recopilación de estadísticas necesarias sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenirla, sancionarla y erradicarla. (3)



2.2. Violencia contra las mujeres: avances y retos en los últimos 10 años

En la última década, sus logros colocaron a  la región de las Américas como la más activa en la lucha contra la violencia contra las mujeres.(4)  El Informe sobre violencia contra las mujeres en América Latina y el Caribe 1990-2000, realizado por el Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer  (UNIFEM) e ISIS Internacional (5), evidencia que muchos países modificaron su legislación penal y civil para sancionar los perpetradores, proteger a las víctimas y prevenir la violencia contra la mujer.  Además, se han establecido redes intersectoriales de abogacía a nivel nacional, de atención en los sectores y de apoyo en las comunidades;  en algunos países existen líneas telefónicas de emergencia, servicios de asistencia con casos de urgencia, refugios, servicios de atención médica especial y servicios especializados de apoyo psicológico y legal. En otros, se formularon y reformaron políticas, y se han institucionalizado normas y la capacidad para su aplicación.  Desde la perspectiva del sector salud, la OPS y sus contrapartes han desarrollado y evaluado modelos de atención integral a la violencia doméstica que funcionan a nivel nacional, local y comunitario en 10 países de la región. 

A pesar de los progresos alcanzados, los distintos informes de evaluación de la implementación de leyes y políticas sobre violencia contra las mujeres han identificado serios problemas en los sistemas de información y registros, acceso a la justicia, servicios de atención y protección para las víctimas y la capacitación del personal de servicio. La Comisión Interamericana de Mujeres de la Organización de Estados Americanos estableció lo siguiente: 
  “No sería erróneo decir que aún no se ha logrado la plena implementación de la Convención en ninguno de los países examinados. Todo lo que puede decirse, sobre la base de la poca información que existe, es que es muy poco probable que se haya logrado un avance significativo en los últimos cinco años en términos de la cantidad de revictimización que ha tenido lugar o del número de mujeres que se han visto afectadas.  Si realmente se implementaron los cambios institucionales, de actitudes y programáticos contemplados en la Convención, en la mayoría de los países aún no redundan en reducciones concretas de la violencia contra la mujer” (5).
Un reciente informe elaborado por la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM/OEA), “Violencia en las Américas- Un análisis regional, incluido el examen de la implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer” confirma estos hallazgos y resume  los obstáculos al cumplimiento de los objetivos de la Convención  de la siguiente forma:

Legislación:   

· En la región, no se tipifica como delito sistemática ni uniformemente la violación conyugal, ni los ataques sexuales violentos dentro del hogar. En muchos casos, el ataque sexual sigue considerándose un delito contra la moral y no un delito de agresión que viola la integridad personal de la víctima.

· En muchos países, el acoso y el asedio sexual no son reconocidos como delitos graves.

· En muchos países, la violencia aún no constituye un delito penal y, por lo tanto, no alcanza penas similares a las previstas por violación de otros derechos humanos.

· Muchos países han establecido juzgados de relaciones familiares para atender casos de violencia doméstica, pero no se ha evaluado debidamente la eficacia de este enfoque.  

· Aún cuando algunos Estados hayan enmendado sus leyes a efectos de imponer sanciones más estrictas en casos de violación y ataques sexuales, rara vez se ha dado seguimiento a las sentencias.
Acceso a la justicia

· En la mayoría de los países es muy limitada la protección concreta que se ofrece a las mujeres que son objeto de violencia.

· Dificultad de las mujeres para acceder al ejercicio de sus derechos debido al desconocimiento e insuficiente patrocinio jurídico gratuito y adecuado.

· Disposiciones insuficientes para la protección de las víctimas y los testigos durante el proceso de justicia penal y las comparecencias ante los tribunales.

· Insuficiente conocimiento y sensibilización de los jueces, magistrados y encargados de la administración de justicia.

· Dificultad para hacer efectiva la reparación de los daños físicos, psicológicos, sexuales y patrimoniales,  o la compensación justa.

· Existencia de la mediación y conciliación en los casos de violencia contra las mujeres.

· Las mujeres que viven en la pobreza, en comunidades rurales o remotas, las indigentes, las mujeres con discapacidad y las reclusas siguen confrontado obstáculos para acceder a los limitados servicios disponibles.

Servicios de atención

· Por lo general, existen limitados programas de rehabilitación para mujeres víctimas de violencia.

· Los servicios de atención que integran asesoramiento jurídico y psicológico son casi inexistentes, limitándose a líneas telefónicas de intervención en casos de crisis.

· Limitada cobertura de refugios seguros.

· Falta de servicios en comunidades rurales y marginadas.

Información y registro

· Inexistencia de registros estadísticos sobre violencia desagregados por sexo y edad.

· Ausencia de un sistema nacional de registro sobre violencia contra las mujeres.

· Ausencia de mecanismos de seguimiento, monitoreo y evaluación de las políticas y programas que abordan esta problemática.

· Ausencia de una línea de base que permita medir el impacto de las intervenciones en los distintos sectores. (5)
2.3. Consideraciones claves sobre la legislación
La eficacia de las leyes y políticas, sobre todo las relacionadas con la violencia doméstica/ intrafamiliar (VIF), ha sido tema de amplios debates en foros nacionales y internacionales, como el Simposio 2001: Violencia de Genero, Salud y Derechos Humanos (Cancún, 2001).  Los vacíos en aspectos vinculados a la falta de implementación y monitoreo de las leyes y políticas y la falta de la asignación de recursos por parte de los  gobiernos han sido ejes centrales de esta discusión.  Pero el enfoque en la violencia intrafamiliar (VIF) versus el enfoque específico en la violencia doméstica contra las mujeres son temas también fuertemente debatidos. Los proponentes de VIF apoyan un abordaje integral hacia todos los miembros de la familia, donde todos (as) tienen igual derecho, mientras que la otra fracción enfatiza los desbalances de poder como el principal factor de riesgo y presenta casos donde las leyes han beneficiados hasta los agresores, que bajo la perspectiva de VIF tiene igual acceso a la  protección.  
En un análisis de siete países de un estudio interagencial coordinado por ICRW, se encontró que en algunos países sus leyes no enfocaron en mujeres y no especificaron lo que es violencia física, psicológica o violencia sexual. (6) De las legislaciones estudiadas, Honduras la domina específicamente como Ley para la Prevención, Sanción y Erradicación de la Violencia contra la Mujer y República Dominicana conceptualiza explícitamente la violencia contra la mujer, señalando que son las relaciones de género en la sociedad, la base de la violencia contra las mujeres. (7)
2.4. Empoderamiento de las mujeres
Todas las leyes y políticas relacionadas con la violencia contra las mujeres deben dirigirse a su empoderamiento, facilitándoles el apoyo, los recursos, la información y los procesos que le permitan  tomar las mejores decisiones y acciones para, en el corto plazo abordar su situación de violencia, y en el largo plazo, cambiar las normas que permiten el desbalance de poder, la marginalización de la mujer  y la  peor manifestación, la violencia en su contra.  

La Plataforma de Beijing consolida la potenciación y contribución de las mujeres en todos los ámbitos sociales, económicos y de desarrollo a través de su empoderamiento.  Los tres elementos clave que fueron desarrollados y aceptados plenamente como ejes fundamentales del avance de las mujeres en la sociedad son: los derechos humanos, la salud sexual y reproductiva y la educación.   Beijing (1995) reafirma los derechos de las mujeres en materia de reproducción, tal como se acordó en Cairo el año anterior (1994).    Por primera vez se afirma que el disfrute de los derechos fundamentales por las mujeres incluye el derecho a  ejercer un control sobre  las cuestiones relativas a su sexualidad, sin ser sometidas a coerción, discriminación o violencia.

Entre las consideraciones sobre el empoderamiento de las mujeres que se deben tomar en cuenta en las leyes y políticas sobre violencia se destacan las siguientes:
· Que no se estipule  la conciliación obligatoria (8). Las mujeres pueden juzgar de la mejor forma sus riesgos, peligros y oportunidades para manejar su situación de violencia.  La conciliación pueda ponerla en mayor riesgo debido a que los “acuerdos” generalmente no son cumplidos por el agresor y/o no abordan la violencia en sí. Es importante darles el apoyo para que ellas mismas hagan la mejor decisión.  Algunos análisis han mostrado que la mayoría de los países incluyen la conciliación en sus leyes y aún en los países donde la conciliación no esta incorporada en la ley, se la promueve como parte de la cultura predominante.  La idea subyacente es que los prestatarios de servicios son quienes saben que es lo mejor para la mujer. Además,  en muchas ocasiones las y los prestatarios consideran que su rol es mantener la institución de la familia a todo costo. Es importante explicitar que no se debe forzar la conciliación en ninguna situación.
· Que se elimine la denuncia obligatoria por parte de la policía, el personal de salud u otros proveedores de servicios.  La denuncia debe ser un derecho exclusivo de las mujeres víctimas, salvo en casos que involucren menores de edad. Es la mujer quien debe tomar la decisión de denunciar al agresor por su libre voluntad, por que es ella que mejor conoce las consecuencias y riesgos que puede conllevar este acto. Algunas investigaciones muestran que el período más peligroso para la integridad física de la mujer es inmediatamente después de la denuncia.  La decisión de denunciar es más difícil aún,  porque en la mayoría de los casos las víctimas y sus hijos (as) dependen económicamente del agresor. Además, en el sector salud  se ha demostrado que el mandato de denunciar a la paciente puede interferir en la provisión de servicios de salud. (8).  

Es preocupante que aun donde la denuncia no está estipulada en la ley, algunos prestatarios se sienten responsables de denunciar o forzar a la mujer a denunciar a su agresor.  Las  leyes y políticas deben promover un cambio en esta práctica.

· Que el acceso a los servicios sea gratuito, inmediato, no discriminatorio y desformalizado.

 -     Los servicios deben ser gratuitos: para asegurar el acceso a los servicios legales, policiales y de
salud, es importante que estos no conlleven costos extras para las sobrevivientes. 

	En Venezuela: “Para la tramitación de las acciones previstas en este ley, no se empleará papel sellado ni estampillas” (Art 3 1). (9)
En Uruguay: “La Suprema Corte de Justicia deberá garantizar la asistencia letrada obligatoria a la víctima, para lo cual estará facultada a celebrar convenios con entidades públicas o privadas especializadas en la materia.” (Art 20). (10)



· Ampliar el espectro de la prueba médico-legal: en los países donde solo se aceptan que las pruebas médico-legales sean hechas por los muy escasos médicos legales disponibles, es importante considerar otras opciones para asegurar el acceso a estas pruebas a las mujeres de áreas rurales o aisladas.
· Que los servicios se provean  inmediatamente y sin formalidades: este principio busca eliminar barreras al acceso de la justicia al asegurar que las resoluciones sean inmediatas y que el juez pueda actuar de oficio. 

	En Venezuela: “Los órganos receptores de denuncias y los tribunales competentes darán preferencia al conocimiento de los hechos previstos en este ley” (Art. 3. 2). (9)



· Que permita que las víctimas puedan representarse así mismas: sin necesidad de patrocinio letrado ni formalidades para el proceso en general.

	En Chile: “En éstos juicios, las personas podrán actuar y comparecer personalmente, sin necesidad de mandatario judicial y de abogado patrocinante, a menos que el juez así lo ordene expresamente, lo que deberá hacer en todos los casos en que una de las partes cuente con asesoría de letrado. (...) En el caso de los menores o discapacitados, el abogado o procurador que lo represente será su curador “ad litem” por el solo ministerio de la ley”.   Art. 3, k): “La apelación se podrá interponer verbalmente, sin formalidad alguna, se verá en cuenta, sin esperar la comparecencia personal de las partes, y gozará de preferencia para su fallo” (Art. 3, c). (11)



· Cualquier gestión que las partes deseen realizar ante el juez lo pueda hacer oralmente. Con este principio se busca no discriminar por razones de escolaridad.

	En Venezuela: “Todos los procedimientos previstos en este Ley serán orales, pudiéndose dejar constancia escrita de algunas actuaciones. (Art. 3. 6)”. (9)



· Que las leyes y sus procesos no revictimicen a las mujeres: es importante que las mujeres reciban un buen trato, que las respeten, las escuchan y les crean.     Aunque ambas partes involucradas en la violencia deben estar en las audiencias, se recomienda que no estén  juntos en la sala, para no revictimizar la mujer  frente a su agresor. Esta medida es imperativa en los casos que involucran a niños y niñas. Lo ideal es que cada una de las partes pueda dirigirse al juez de forma libre e individualmente.
	En Colombia: “Si el agresor no compareciere, sin justa causa, a la audiencia se entenderá que acepta los cargos formulados en su contra. Si la víctima no compareciere, se entenderá que desiste de la petición, excepto si la víctima fuere un menor de edad o un discapacitado, casos en los cuales no podrá haber desistimiento” (Art 15). (12)
En Uruguay: “En todos los casos el principio orientador será prevenir la victimización secundaria, prohibiéndose la confrontación en o comparecimiento conjunto con  de la víctima y el agresor en el caso de los niños, niñas y adolescentes menores de 18 años. En el caso de la víctima adulta que requiera dicha confrontación y se certifique que está en condiciones de realizarla, ésta se podrá llevar a cabo (...)” (Art 18). (10)



En todos los casos de duda, el juez debe inclinarse a favor de la víctima. La víctima debe tener contacto directo con el juez, para que se sienta protegida, escuchada  y atendida por el sistema. 

	En Paraguay: “Estas definiciones (de los tipos de violencia) no serán entendidas en formas restrictiva. La interpretación siempre será a favor de la persona agredida” (Art. 6).   ”(…) El juez podrá ampliarlas, limitarlas, sustituirlas, modificarlas, siempre que sea en beneficio de la persona agredida” (Art. 3). 
En Uruguay (Art. 18) y Venezuela (Art. 3.3): “Los jueces que hayan de pronunciar la sentencia deberán presenciar la incorporación de las pruebas, de las cuales extraerán su convencimiento”.  (10)



· Que se proporcione la información necesaria a las víctimas sobre sus derechos  para tomar sus decisiones.  Se debe informar a la mujer sobre sus derechos humanos, sexuales y reproductivos, los procedimientos y lugares donde puede hacerlos valer,  para asegurar que esté informada durante el proceso legal, y para que pueda tomar las mejores decisiones sobre sus opciones y seguridad personal.

· Que se asegure la confidencialidad y la privacidad en los procesos.  La identidad de la persona y  la información recolectada, independientemente de su rol en el conflicto,  debe tener un carácter absolutamente confidencial.

	En Venezuela: “Los órganos receptores de denuncias, los funcionarios de las Unidades de Atención y Tratamiento y los tribunales competentes, deberán guardar la confidencialidad de los asuntos que se someten a su consideración” (Art. 3.5). (9)
En Puerto Rico: “La Comisión para los Asuntos de la Mujer tomará medidas para garantizar la confidencialidad de las comunicaciones y de la información que reciba de sus clientes en el curso de la prestación de servicios para prevenir e intervenir víctimas de violencia doméstica.(...) .” (Art. 4.2). (13)



3. COMPONENTES NO NEGOCIABLES EN LA LEY
Para identificar los componentes no negociables que puede tener toda la legislación y políticas públicas sobre la violencia contra las mujeres, se revisaron los instrumentos internacionales y la legislación existente de América Latina, particularmente los relativos a la violencia doméstica. La revisión permitió identificar prioridades y contenidos básicos para mejorar el marco legal, particularmente, leyes y reglamentos. Se buscó tener un equilibrio y procurar la equidad legal entre la prevención, sanción y erradicación de la violencia de contra la mujer, ya que muchos países únicamente regulan algunos de estos aspectos. En algunas leyes se ha hecho hincapié en sancionar a los perpetradores y no se ha prestado la atención debida a la prevención, la capacitación de los actores que intervienen, la protección, rehabilitación de la víctima;  y la rehabilitación del agresor.  En otras leyes se ha priorizado la protección de las víctimas, pero no han previsto los servicios de apoyo necesarios como una vivienda segura y asesoramiento, tratamientos psicológicos especializados, la rehabilitación adecuada, y de salud y derechos sexuales y reproductivos (14).
A continuación se presenta una propuesta de los componentes no negociables que deben tener las leyes y políticas sobre violencia contra las mujeres.

3.1. Definiciones de la violencia contra la mujer y violencia basada en género
En toda legislación y política pública se debe establecer las definiciones de violencia contra la mujer en cada una de sus manifestaciones: física, sexual, psicológica y patrimonial.  Diversos instrumentos internacionales incorporan definiciones sobre la violencia contra la mujer que deben servir de base para las legislaciones y políticas nacionales. En América Latina, la mayoría de los países han ratificado estos instrumentos y por ende esas definiciones son parte de su ordenamiento jurídico nacional.

	Violencia contra la mujer según la Declaración de Naciones Unidas sobre la eliminación de la violencia contra la mujer

 “Todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para la mujer, inclusive las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la privada”. 



	Violencia contra la mujer  según la Convención Belem do Pará
“Se entenderá que la violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra”. (3)



	Violencia basada en género según Recomendación 19 de la CEDAW

“Se incluye la violencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer o porque la afecta en forma desproporcionada. Incluye actos que inflingen daño o sufrimiento de índole física, mental o sexual, las amenazas de esos actos, la coacción y otras formas de privación de la libertad”.  (16)



	En  la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer (Art.2),  determina tres esferas en las que se manifiesta habitualmente la violencia contra la mujer: 1) violencia física, sexual o psicológica que se produce en la familia, incluido malos tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la violación por el marido, la mutilación genital femenina, actos de violencia perpetrados por otros miembros de la familia;   2) violencia física, sexual o psicológica perpetrada dentro de la comunidad en general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros lugares la trata de mujeres y la prostitución forzada  y 3) la violencia física, sexual o psicológica perpetrada o tolerada por el Estado donde quiera que ocurra.


	Violencia entre parejas íntimas (Intimate Partner Violence): Se presenta entre esposos, ex -esposos, novios, ex -novios, y también se incluye dentro de esta definición la violencia que ocurre entre parejas de homosexuales. (traducción libre). Esta es la definición que manejan los Estados Unidos de América e  incluye a una población que existen en nuestros países aunque no se encuentren legalizadas, se debe de valorar el hecho de que es un grupo poblacional que también se ve afectado por este tipo de violencia.




	Violencia Doméstica: Es importante valorar la posibilidad de incluir dentro de este concepto a todas las personas que integran la familia o mantienen un relación de pareja o íntima (independientemente del sexo y la edad),  a saber: las relaciones de noviazgo, las relaciones de hecho no reconocidas legalmente pero aptas para ello y  las relaciones con las empleadas domésticas. [Venezuela (Art 4), Paraguay (Art 2), Argentina (Art 1), Chile (Art 1); Colombia (Art 22); Costa Rica (Art 2,a); República Dominicana (Art 1 y 2); Uruguay (Art 2); Puerto Rico (Art  1.3-k]



La Organización Mundial de la Salud ha definido la violencia en general de la siguiente forma:

	Violencia general según el Informe de Violencia y Salud de WHO (2002)
“ El uso deliberado de la fuerza física o el poder, ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones. La definición comprende tanto la violencia interpersonal como el comportamiento suicida y los conflictos armados. Cubre también una amplia gama de actos que van más allá del acto físico para incluir las amenazas e intimidaciones. Además de la muerte y las lesiones, la definición abarca también las numerosísimas consecuencias del comportamiento violento, a menudo menos notorias, como los daños psíquicos, privaciones y deficiencias del desarrollo que comprometan el bienestar de los individuos, las familias y las comunidades. La violencia interpersonal se divide en dos subcategorías: Violencia intrafamiliar o de pareja
: en la mayor parte de los casos se produce entre miembros de la familia o compañeros sentimentales, y suele acontecer en el hogar, aunque no exclusivamente.”
 (2)


Las leyes deben incluir y definir estos cuatro tipos de violencia contra la mujer para garantizar la protección integral de las víctimas. Las definiciones deben complementar las de los instrumentos internacionales que han sido ratificados por los distintos países
.

En la realidad, los países tienen sus propias definiciones de acuerdo a los tipos de violencia que han incorporado en sus leyes.  Muchas de sus leyes contienen elementos interesantes y novedosos que se podrían incluir en otras legislaciones de América Latina, pero lo más importante es que sus definiciones incluyen los conceptos básicos de las internacionalmente reconocidas, en las cuales se identifican los cuatro tipos de violencia contra la mujer. Los elementos a tomar en consideración en cada una de las definiciones son las siguientes: 
· Violencia sexual: es todo acto en el que una persona por medio de la fuerza física, coerción o intimidación, obliga a otra a que ejecute un acto sexual contra su voluntad o que participe en interacciones sexuales que propician su revictimización. La violencia sexual ocurre en una variedad de situaciones como la violación dentro del matrimonio, abuso sexual, incesto, acoso sexual, incluye además, caricias no deseadas, relaciones emocionales sexualizadas, penetración anal o vaginal no deseadas. Se refiere a una serie de actos que engloban desde conductas aparentemente "insignificantes" como puede ser un manoseo, hasta diversas prácticas sexuales y una amplia gama de actos humillantes y dañinos, como penetración con objetos, prácticas sádicas, entre otros.
	Violencia sexual: es todo acto sexual, la tentativa de consumar un acto sexual, sexuales no deseados o insinuaciones sexuales no deseadas, o las acciones para comercializar o utilizar de cualquier otro modo la sexualidad de una persona mediante coacción por otra persona, independientemente de la relación de esta con la víctima, en cualquier ámbito, incluidos el hogar, el lugar de trabajo, la violación por desconocidos, durante conflictos armados, acoso sexual, de personas con una discapacidad, de menores de edad, matrimonio forzado, negación a anticoncepción y protección, aborto forzado, prostitución forzada entre otras. (Informe Mundial de Violencia y de Salud de la OMS). (2)



	Violencia sexual: en El Salvador se contempla dentro de esta categoría la obligación de realizar actos sexuales con otras personas que no necesariamente sea con el agresor (“proxeneta”). También la imposibilidad de decidir  en pareja sobre el número de hijos que se desea  tener.  [Venezuela (Art 7), Paraguay (Art 3,c), Colombia (Art 25); Costa Rica (Art 2,d); República Dominicana (Art 8); Uruguay (Art 2)]. 




· Violencia psicológica: se considera violencia psicológica toda conducta que ocasione daño emocional, disminuya la autoestima, perjudique o perturbe el sano desarrollo de la mujer u otro integrante de la familia, como conductas ejercidas en deshonra, descrédito o menosprecio al valor personal o dignidad, tratos humillantes y vejatorios, vigilancia constante, aislamiento, constantes insultos, el chantaje, degradación, ridiculizar, manipular, explotar, amenaza de alejamiento de los hijos o la privación de medios económicos indispensables entre otras. 
	Violencia psicológica: también debe incluir la libertad de tránsito de la víctima, entrar y salir del hogar. [Venezuela (Art. 6), Paraguay (Art. 3, b), Colombia (Art. 24); Costa Rica (Art. 2,b); República Dominicana (Art. 9); Uruguay (Art. 2); Puerto Rico (Art. 1.3-l)].




· Violencia física: ocurre cuando una persona le inflige daño no accidental a otra, usando la fuerza física o algún tipo de arma que pueden provocar o no lesiones, ya sean estas internas, externas o ambas (el castigo repetido no severo también se considera violencia física). 

· Violencia patrimonial o económica: son todas aquellas medidas tomadas por el agresor u omisiones que afectan a la supervivencia de los miembros de la familia, esto implica la perdida de la casa, no cubrir las cuotas alimenticias, perdidas de inmuebles, entre otras. 

	Violencia Patrimonial: se relaciona con las limitaciones económicas tales como manejo y control  del salario, exclusión en las  cuentas bancarias, exclusión en sociedades en las que se incluya el patrimonio o capital  familiar entre otras. Este es uno de los tipos de violencia que no esta presente explícitamente en muchas de las legislaciones y debe ser introducida con prioridad. [Uruguay Art. 2)]. (10)
En Costa Rica: “Acción u omisión  que implica daño, pérdida transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, documentos personales, bienes, valores, derechos o recursos económicos destinados a satisfacer las necesidades de alguna de las personas vulnerables a este tipo de violencia.” (Art. 2.e). (17)
También abarca los daños  causados  a los bienes comunes o de la víctima [Venezuela (Art. 5, Paraguay (Art. 3, a), Colombia (Art. 23; Costa Rica (Art. 2,c); Uruguay (Art. 2)].




Respecto a los tipos de violencia en el ámbito doméstico que consideran las legislaciones en América Latina, la mayor parte de ellas contemplan a la violencia física y psicológica, mientras que varias contemplan también la sexual como las de Bolivia, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Paraguay, Puerto Rico y  Venezuela. En tres países, Costa Rica, Guatemala y Honduras, se considera además la violencia patrimonial. 
3.2. Relaciones entre las víctimas y agresores en los ámbitos privados

Las leyes y políticas deben incluir la amplia gama de posibles relaciones entre las víctimas y los agresores. En este sentido, es necesario tomar en consideración los  modelos de familia y de relación de pareja que existen. Por ejemplo, la legislación panameña incluye a las personas que no han sido adoptadas formalmente y a los  hijos no comunes que viven en la casa.  Además, es necesario considerar que todas las posibilidades de agresión resultan de los desbalances de poder dentro de una familia, el hogar y que se relacionan con las personas que conviven dentro de esos círculos como: la pareja casada o no, los adultos (as) mayores, la servidumbre doméstica, y las parejas homosexuales (18). Asimismo, deben ser incorporadas las relaciones de noviazgo y casuales. El agresor,  en este contexto,  puede ser cualquier persona, que abuse de su condición de pareja o cualquier modalidad de parentesco o relación. 

	En Costa Rica : “Le corresponderá brindar protección  especial a madres, niños, personas de sesenta años o más y personas discapacitadas, tomando en cuenta las situaciones específicas de cada una” (Art. 2, f). (17)



3.3. Medidas de protección para las mujeres y los (as) niños (as)
Las medidas preventivas o cautelares pueden ser ordenadas por el juez antes de que se lleve a cabo el juicio para asegurar una  protección inmediata  y eficaz a la víctima y sus hijos(as) que se  encuentran en peligro inminente. Estas medidas las dicta el juez de conformidad con lo narrado por la víctima y las pruebas que pueda valorar (estado emocional de la víctima, lesiones físicas, evaluación del riesgo, entre otras): Entre otras medidas se recomiendan las siguientes: 
· Fijar un domicilio seguro para la víctima: se debe aplicar solo en casos donde no es posible que el agresor salga del domicilio común ya que esta medida puede producir un serio problema de desarraigo para la víctima y puede convertirse en un medio de revictimización. [Venezuela (Art. 39. 2); República Dominicana (Art. 309-6)]. (9,19)
· Orden de restitución de la víctima: si la víctima tiene que salir del domicilio común,  se le debe  proveer los medios para que regrese lo más pronto posible a su hogar. [Venezuela (Art. 39. 4), Paraguay (Art. 6,d); Uruguay (Art. 10,2)].

· Salida del agresor del domicilio común: debe concederse en aquellos casos en que, por el dicho de la víctima, existe un riesgo para la integridad de la víctima y de la familia misma, sin importar el tipo de violencia. Es importante considerar que la seguridad, la salud y la vida de la víctima son más importantes que el derecho de ocupación territorial del agresor. [Venezuela (Art. 39); Paraguay (Art. 6); Argentina (Art. 3,a), Chile (Art 3, h); Colombia (Art. 5,a); República Dominicana (Art. 309-6); Uruguay (Art. 10); Puerto Rico (Art. 2.1-b)].

· Orden de Protección: implica una alerta especial para las autoridades  de policía de todo el país para brindar la protección constante a la persona que corre peligro inminente en cualquier momento y en cualquier lugar.

· Prohibición de perturbación o intimidación a la víctima y a cualquier integrante del grupo familiar: se debe otorgar en la mayoría de los casos de violencia, por la seguridad y la estabilidad de la víctima. Incluye la restricción de contacto y comunicación con la víctima y sus familiares y amigos [República Dominicana (Art. 309-6); Puerto Rico (Art. 2.1-c) , Paraguay (Art. 6,g), Uruguay (Art. 10, 5; Puerto Rico (Art. 2.1-j); Uruguay (Art. 10, 4)].

· Prohibición y decomiso de armas en el hogar: en los casos en que  la víctima haga referencia a la presencia de armas como medio de amenaza, se deben confiscar las armas del agresor para incrementar la seguridad de la víctima. [Paraguay (Art. 6, g), Uruguay (Art. 10, 5; Puerto Rico (Art. 2.1-J)]. 

· Protección de los hijos (as) menores de edad:

-  Suspender provisionalmente al agresor la guarda de los hijos menores de edad. Debe otorgarse cuando hay referencias de agresión contra hijos (as), ya sea física, psicológica o sexual que ponen en peligro su vida, integridad y dignidad [Venezuela (Art. 40. 2; Puerto Rico (Art. 2.1-a)].

-  Suspender el derecho de visitas a los hijos e hijas en caso de  agresión sexual. Es obligación del juez mantener al agresor sin contacto con los menores afectados, para disminuir el riesgo de que sean nuevamente amenazados y violentados.

3.4. Sanciones específicas para los agresores 

Toda persona que haya cometido un acto violento contra otra debe ser sancionada por la ley. Para tales fines existen diversos tipos de sanciones que se pueden imponer al agresor y se deben establecer de conformidad con el análisis probatorio del juez; unas de ellas son medidas cautelares y otras sanciones definitivas. En algunos países se han establecido las siguientes:
· Arresto de emergencia: en casos de peligro inmediato se puede mantener detenido al agresor por un plazo límite, durante el cual la policía comunicará a la autoridad judicial. [Venezuela (Art. 39. 3), Paraguay (Art. 6,e); Chile (Art. 3, h)].

· Multas: Se establece un porcentaje a ser pagado como indemnización y se recomienda que se  utilice la modalidad de días salariales proporciones al sueldo del agresor, y no un monto fijo. 

	En Chile: “Multa, a beneficio municipal, del equivalente de uno a diez días de ingreso diario. El ingreso diario será el cuociente que resulte de dividir la remuneración o ingreso mensual del condenado, por treinta. El infractor deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia definitiva. El incumplimiento se sancionará con un día de arresto por cada ingreso diario que se le haya aplicado de multa” (Art. 4, 2). (11)
En Colombia:” Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos legales mensuales, convertibles en arresto, la cual debe consignarse dentro de los cinco (5) días siguientes a su imposición” (Art. 7,a). (12)



· Obligación alimentaria provisional:   se considera básico para la subsistencia de la víctima y debe de ser decretada de inmediato. [Uruguay (Art. 10,6), Puerto Rico (Art. 2.1-e)]. Hay que tomar en cuenta la capacidad y las modalidades para proveer esta obligación.
	En Venezuela: “Modalidad de cumplimiento de la sanción, de conformidad con la naturaleza de los hechos se procurará que las personas detenidas o preventivamente o condenadas por los hechos de violencia previstos en este ley, trabajen y perciban un ingreso que les permita cumplir con sus obligaciones familiares, pudiéndose, entre otras medidas, diferir el cumplimiento de la sanción a los fines de semana” (Art. 43). (9)



· Trabajo comunitario: es una forma de sanción con una finalidad reparadora positiva.  Puede constituir un medio para utilizar adecuadamente los recursos humanos, ayudando a la comunidad. Requiere de medidas de seguimiento y de asignación de responsabilidades. Esta sanción debe combinarse con programas de rehabilitación de agresores.  
	En Chile:  El juez, de acuerdo con el ofensor y una vez ejecutoriada la sentencia, podrá conmutar la sanción del N° 2 ó N° 3, por la realización de trabajos determinados en beneficio de la comunidad (...)”(Art. 4, 3)  (11)



· Prisión y Derecho Penal: El derecho penal debe considerarse como la última opción. Si se desea utilizar este medio de coerción,  se recomienda que se haga a través de los tipos penales ya existentes en las diversas legislaciones
. Existen artículos en los códigos penales latinoamericanos que protegen la integridad física y emocional de las personas agredidas. Tal es el caso de los delitos como: homicidio, lesiones (graves, leves, gravísimas), daños (destrucción de objetos, incendio, ruptura, entre otros), amenazas, violación dentro del matrimonio o de la relación de pareja ya que -en algunas jurisprudencias el pene se ha considerado un arma; y abusos deshonestos que incluye tocamientos y rozamientos no deseados. La prisión como sanción se encuentra en algunas legislaciones como en República Dominicana (Art. 1, 2 y 3; Puerto Rico (Art. 3.1, 3.2, 3.3, 3.4, y 3.5); Chile (Art. 4,3); Colombia (Art. 7,b).
3.5 Medidas para la protección de los bienes
Como parte de la regulación de  la violencia patrimonial se han establecido algunas medidas tendientes a preservar el patrimonio y los bienes comunes:
· Embargo preventivo de bienes del presunto agresor: existe la posibilidad de anotar en el Registro Público los  bienes del agresor y comunes (gananciales) para evitar su distracción.

· Orden de levantamiento de inventario de bienes y muebles: se debe admitir la posibilidad de que el inventario conste en un acta que  sea realizada por un notario público o por al menos dos policías y que conste la firma de conformidad de la víctima. [Venezuela (Art. 40. 2); Puerto Rico (Art. 2.1-a); República Dominicana (Art. 309-6].
	En Uruguay: “Disponer el retiro del agresor de la residencia común y la entrega Inmediato efectos personales en presencia del Alguacil.” (Art. 10.1). (10)


· Otorgamiento exclusivo del menaje de  casa a la víctima y la abstención de interferir en el uso y disfrute de sus instrumentos de trabajo: esto asegura la continuación de trabajo de la mujer víctima para sostener a su familia, aunque no implique el uso definitivo ni indeterminado de los bienes que se le confieren para su uso. Tiene como propósito proteger el patrimonio familiar transitoriamente y se incluyen los juguetes de los niños y niñas  y el equipo especial en caso de discapacitados [(Puerto Rico (Art. 2.1-g y h); Paraguay (Art. 6,c), República Dominicana (Art. 309-6 ) Venezuela (Art. 39. 5); Paraguay (Art. 6, b); Argentina (Art. 3, b); Chile (Art. 3, h); República Dominicana (Art. 309-6 (3); Uruguay (Art. 10,3; Puerto Rico (Art. 2.1-d)].
· Orden de reparación en dinero efectivo de los daños ocasionados a la víctima: esta orden se puede brindar siempre y cuando se demuestre y cuantifique que el agresor causó los daños por la conducta constitutiva de violencia. Dicha indemnización podrá incluir, pero no estará limitada a la compensación por gastos de mudanza, gastos por reparaciones a la propiedad, gastos legales, gastos médicos, psiquiátricos, psicológicos, de consejería, orientación, alojamiento, albergue y otros gastos similares.[Colombia (Art. 5,c); República Dominicana (Art. 309-6);  Puerto Rico (Art. 2.1-i)] .

	En Paraguay: “las sanciones de los hechos que no constituyan hechos punibles, serán el pago de los gastos incurridos en un plazo de 48 horas” (Art. 13, d). 



· Orden de presentar informes financieros: el juez puede solicitar que se presenten informes financieros y contables  sobre la gestión de los bienes comunes, de empresas, negocios o actividad lucrativa común. República Dominicana (Art. 309-6).

	En Chile: “decretar prohibición de celebrar actos o contratos sobre determinados bienes de quienes lo integren” (Art. 3 h). (11)



3.6.  Atención integral a las sobrevivientes 
3.6.1. Características de los servicios

La persona agredida tiene derecho a servicios de salud, policial, justicia y educación con las siguientes características: 

· Gratuitos: la atención a las víctimas de violencia contra la mujer debe de ser gratuita.
	Argentina: “La reglamentación de esta ley preverá las medidas conducentes a fin de brindar al imputado y a su grupo familiar asistencia médica y psicológica gratuita” (Art. 6). (20)
Puerto Rico: “Si la persona indica que ha sufrido daños, golpes o heridas que requieren atención médica, aunque no sean visibles, administrará a la persona la primera ayuda necesaria, le ofrecerá hacer arreglos para que reciba tratamiento médico adecuado y le proveerá transportación hasta un centro de servicios médicos donde pueda ser atendida.” (Art 3.10 (a)) (13)



· Prestados por personal capacitado y sensibilizado: el personal de salud y de la administración de justicia debe estar sensibilizado y capacitado sobre las relaciones de género y los tipos violencia  para conocer la problemática que enfrentan las mujeres, así como brindar una atención más humana, oportuna, eficiente  y de calidad. 
	En Puerto Rico: “Concienciar a los profesionales de ayuda sobre las necesidades de las personas víctimas de maltrato y las familias” (Art. 4.1 d). (13)



· Aplicados según normas y protocolos de atención: los estándares guían a los proveedores en la provisión de atención, facilitan el monitoreo de la atención brindada y aseguran la calidad del servicio.
· Sistema de registro: las instituciones deben contar con un sistema de información para registrar los casos de violencia contra la mujer que atienden. Esto tiene el propósito de crear evidencia del problema  para que las autoridades puedan tomar decisiones apegadas a la realidad y analizar las características del problema. [Puerto Rico (Art. 3.11); Chile (Art. 29)].
	En Paraguay: “... Los Juzgados de Paz, la Policía Nacional y las instituciones de salud que intervengan en los casos de violencia doméstica hacia la mujer, deberán elaborar un registro especial que debe de contener como mínimo los siguientes datos: nombre, edad, domicilio, estado civil, número de hijos, grado de escolaridad, profesión o trabajo de la persona agredida, relación con la persona agresora y si tiene hijos con el mismo, nombre, edad, domicilio, estado civil, número de hijos, grado de escolaridad, profesión o trabajo de la persona agresora, naturaleza de la lesión,: física, psíquica, sexual, o patrimonial, lugar de los hechos de violencia, lugar donde fue derivada la persona agredida” (Art. 16).


	En Colombia: “El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberá integrar un banco de datos sobre violencia intrafamiliar, para lo cual todas las autoridades encargadas de recibir las denuncias y tramitarlas, actualizarán semestralmente la información necesaria para adelantar investigaciones que contribuyan a la prevención y erradicación de la violencia intrafamiliar” (Art. 29). (12)
En Chile: “El juez deberá por el tiempo que considere prudente, controlar el cumplimiento y resultado de las medidas precautorias decretadas y de las sanciones adoptadas, pudiendo delegar estas funciones en instituciones idóneas para ello, como el Servicio Nacional de la Mujer, los Centros de Diagnósticos del Ministerio de Educación o los centros comunitarios de Salud Mental Familiar, lo que determinará en la sentencia. Los organismos referidos deberán, con la periodicidad que el tribunal señale, evacuar los informes respectivos” (Art. 5). (11)



· Participación intersectorial: como la violencia es un problema complejo y multicausal, es importante que en abordaje a la violencia participen varios actores del sector público y ONG, incluyendo las organizaciones de mujeres, para facilitar la referencia, asegurar la recolección de información, el apoyo  y la atención integral. 
· Programas de autocuidado para el personal que trabaja en atención a estos casos: estos programas deben incluir: a) redes de apoyo profesional y social, b) trabajo en equipo, c) estructuras y condiciones laborales adecuadas y de apoyo, d) educación continua, y e) atención psicológica y vacaciones profilácticas.
 3.6.2. Consideraciones para las intervenciones de los sectores

· Sector salud

La violencia doméstica contra las mujeres esta globalmente reconocida como un problema de salud pública y sexual reproductiva. Los servicios de salud pueden servir como los receptores iniciales de los diversos tipos de violencia  y como un punto de detección temprana,  y así pueden jugar un rol para su prevención.  Una evaluación del abordaje integral desarrollado por la OPS y sus contrapartes comparten algunas importantes lecciones aprendidas para que los servicios de salud atiendan al problema en una manera óptima:
· El rol de la detección precoz de la violencia: el personal puede aplicar preguntas de tamizaje sobre los cuatro tipos de violencia durante su atención cotidiana a las pacientes para detectar los casos y para informar a sus pacientes que la violencia no es normal. Asimismo, la detección temprana ofrece la oportunidad dar información a las sobrevivientes sobre sus derechos y referirlas a los servicios apropiados. Se recomienda que se aplique el tamizaje en los hospitales, servicios de emergencia, de salud reproductiva y materno -infantil, entre otros. (21)
· Brindar una atención integral e interdisciplinaria: esto incluye la atención médica, psicológica y de apoyo a través de grupos de apoyo o autoayuda. Además, los prestatarios deben conocer los otros servicios y recursos disponibles en su comunidad para referir a la sobreviviente a servicios de atención que no se proveen en el centro de salud o de otros servicios, como los legales, de apoyo económico, de protección, y de abogacía, entre otros. (21)
	Argentina: “La reglamentación de esta ley preverá las medidas conducentes a fin de brindar al imputado y a su grupo familiar asistencia médica y psicológica gratuita” (Art. 6). (20)



· Enfatiza en la prevención: se debe brindar información a las mujeres sobre sus derechos y sobre los lugares donde pueden acudir a hacerlos valer. Es importante que tengan direcciones y teléfonos de los centros de ayuda accesibles.
· Medidas especiales para atender la violencia sexual:  se debe de incluir la provisión de los siguientes servicios u opciones:
-   Anticonceptivos de emergencia: facilitar el acceso a la anticoncepción de emergencia (AE) dentro 2 horas del evento sexual. Esta puede consistir de las píldoras RAE o una combinación de píldoras anticonceptivas.
- Aborto: la posibilidad de practicarlo siempre y cuando la legislación nacional así lo autorice para los casos de violencia.

-  Se aplica la prueba de VHI-SIDA, Hepatitis y de otras infecciones de transmisión sexual (ITS): también se propone que se exijan estas pruebas en los casos de violación para fortalecer el monitoreo del los casos. En casos de que los resultados sean positivos,  sirvan los mismos de  prueba para el juez para decretar una sanción mayor al agresor.
· Todos los médicos, no sólo los médicos forenses, deben tener la capacidad de hacer la peritación médica: asimismo, todo el personal de salud (médicos y enfermeras) y psicólogo puede emitir el dictamen en donde se haga constar la violencia contra la mujer. Dado la escasez de médicos forenses, especialmente en las áreas rurales de algunos países de la región, esta medida puede facilitar y agilizar la producción de esta prueba dentro de los procesos legales.
	En Venezuela: “A los fines de acreditar cualquier de los hechos punibles previstos en esta Ley, y sin perjuicio de que el Tribunal competente requiera su comparecencia, la víctima podrá presentar un certificado médico expedido por un profesional que preste servicios en cualquier institución pública o privada” (Art. 42). (9)



· Los servicios médicos y de atención a la salud deben ser gratuitos. Para promover la gratuidad se puede valorar la posibilidad de que las entidades públicas o privadas o los profesionales independientes, que brindan atención a las víctimas sobrevivientes de violencia puedan deducir del pago de sus impuestos de renta, el costo de esa atención. 
	Panamá: “Las entidades privadas o profesionales independientes que atiendan a víctimas de violencia intrafamiliar y del maltrato de menores que califiquen como sujetos de patrocinio procesal gratuito, podrán deducir de sus declaraciones de renta el costo de esta atención. A tal efecto la cuenta correspondiente deberá estar debidamente documentada y aprobada por el juez de la causa.” (Art. 20) (22)



· Que la atención se preste con confidencialidad: se debe mantener discreción en estos casos y protección de la confidencialidad,  ya que también los registros clínicos constituyen un medio de prueba importante.
	En Paraguay: “Instruir y responsabilizar al personal de los servicios de salud para que proporcionen un buen trato y atención integral a las víctimas de violencia, respetando su intimidad, y privacidad y evitando la repetición de exámenes clínicos que afectan su integridad psicológica” (Art. 4, d).


· Sector de Policía 
La Policía juega un rol fundamental en la aplicación de legislaciones, ya que ellos ejecutan la voluntad del juez y se debe fortalecer sus mecanismos de control y monitoreo. Para lograr un buen cumplimiento de parte de este sector,  se propone fortalecer al menos,  las siguientes áreas:

· Sensibilizar y monitorear que el personal que trabaja en estos casos cumpla con su deber de forma pronta.
· Elaborar informes sobre lo acontecido al momento de los hechos con la finalidad de preservar la evidencia. (Colombia, Art. 20). Concienciar sobre la importancia de crear y preservar la prueba.
· Mecanismos anticorrupción a fin de prevenir que este personal solicite o acepte dádivas para el cumplimiento (o incumplimiento) de su labor.

· Programas de detección y atención al personal policial con historial de violencia doméstica
· Sector de Justicia

El texto de la ley es una buena herramienta contra la violencia, pero el éxito reside en la correcta aplicación de la misma. Para ello se debe promover una estrecha relación con los otros sectores que colaboran en la ejecución de las normas. Además, es necesario implementar un programa de capacitación judicial y sensibilización  permanente dirigido a los jueces y funcionarios judiciales que trabajan en esta materia. La falta de preparación de los funcionarios públicos puede traer como consecuencia la inadecuada utilización de criterios y medidas establecidas en las leyes que propician desiguales en el tratamiento de las personas, y en el acceso  a la justicia.
	En Venezuela: “Ejecución de planes de capacitación: El Ministerio de Justicia y el Consejo de la Judicatura, proveerán lo conducente para la ejecución de los planes de capacitación de los funcionarios de la administración de justicia y aquellos que intervengan en el tratamiento de los hechos que contemplan esta Ley (...)” (Art. 10). (9)



· Sector Educativo
Para dar una solución global al problema de la violencia doméstica contra las mujeres se debe de tomar en consideración el papel del sector de educación para brindar información a los niños (as) sobre los derechos humanos y de la salud  sexual así como reproductiva, y sobre los deberes de los miembros de la familia, y el concepto de  violencia doméstica. También puede ser utilizado como medio para difundir información sobre recursos de apoyo existentes y qué se debe hacer en esos casos. También es importante que los maestros (as) sean capacitados para identificar y referir a los niños (as) que han sido abusados y que pertenecen a familias con problemas de violencia.
	En Venezuela: “El Ministerio de Educación deberá incorporar en los planes y programas de estudio en todos sus niveles y modalidades, contenidos dirigidos a transmitir a los alumnos los valores de la mutua tolerancia, la autoestima, la comprensión, la solución pacífica de los conflictos y la preparación para la vida familiar con derechos y obligaciones domésticas compartidas entre hombres y mujeres, en general, la igualdad de oportunidades entre los géneros. Asimismo el Ministerio de Educación tomará las medidas necesarias para excluir de los planes de estudios, textos y materiales de apoyo, todos aquellos estereotipos, criterios o calores que expresen cualquier tipo de discriminación o violencia” (Art. 9). (9)
En Paraguay:” Incorporar como asignatura curricular en los institutos militares y en las academias nacionales de policía la problemática de la violencia contra la mujer, su prevención y control.”... (Art. 4, b): “Impulsar un proceso de modificación de los patrones socioculturales de conducta de mujeres y hombres, incluyendo un diseño de programas en la educación formal o no formal en todos los niveles del proceso educativo” (Art. 4, h). 



3.7. Procedimientos legales y presentación  de las pruebas 
La apreciación y libertad de las pruebas son aspectos básicos para el fallo del juez, por lo que  se recomienda que la ley informe a las víctimas sobre la importancia de la evidencia para el proceso.  Independientemente de la antigüedad de la prueba, es importante contar con todos los medios de prueba que logren evidenciar lo ocurrido.
	En Venezuela: “Libertad de prueba: Las partes pueden promover todas las pruebas conducentes al mejor esclarecimiento de los hechos”.  Art 41) “Asesorar a las víctimas sobre la importancia de preservar las evidencias” ( Art 39. 6) (9)
En Puerto Rico: “Asesorará a la víctima de maltrato sobre la importancia de preservar la evidencia” (Art 3.10, d ). (13)



Existen diversas pruebas que pueden sustentar el análisis de un caso y para ello el juez las debe considerar para emitir su sentencia. En los casos de violencia, se mezclan aspectos médicos, psicológicos,  económicos, familiares y sociales que deben ser tomados en consideración a la hora de procurar la prueba para lograr tener mayor claridad sobre los hechos que se establecen.  Estos tipos de pruebas incluyen:
a. La prueba pericial: se recomienda que este tipo de prueba la pueda realizar un médico de los sectores público o privado, con la aprobación de un perito o el sector legal. Es muy común que en la valoración del caso únicamente se haga referencia a los daños físicos causados directamente a la víctima al momento chequeo, y no incluye la detección de la violencia sexual y/o emocional.  Además, se deben de tomar en consideración las secuelas físicas y psicológicas para que luego sean traducidas en un resarcimiento pecuniario.

	Uruguay: “El mismo será elaborado en forma interdisciplinaria y tendrá como objeto determinar los danos físicos o psíquicos sufridos por la victima, evaluar la situación de peligro o riesgo y el entorno  social (…)” (Art. 15:9). (10)



b. La prueba testimonial: los testimonios de las/os  afectadas/os y sus testigos o conocidos pueden ser cruciales para la resolución de un caso y deben ser considerados por el juez. Sin embargo, en muchos casos se ignora el testimonio de un menor de edad, debido a una falta de capacitación de los jueces para hacer el interrogatorio adecuado. Los jueces deben tomar en consideración que los niños son una fuente de información muy valiosa porque son víctimas también.
c. La prueba documental: el juez debe de valorar documentos especiales como el expediente clínico de la víctima y de sus hijos (as); informes registrales sobre bienes inmuebles y muebles para verificar los embargos preventivos y el estatus de los bienes comunes o gananciales; los estados de cuentas bancarias y de tarjetas de crédito para ayudar a determinar los ingresos del agresor y adecuar la pensión alimentaria.
4. Recomendaciones para implementar los componentes propuestos
4.1. La ley y su reglamentación deben incluir una asignación presupuestaria para asegurar su implementación                                                                                                                                      

En la región,  la mayoría de los esfuerzos para formular la legislación y políticas sobre violencia se han centrado en el contenido de la ley, y no han tomado en cuenta detalles de su implementación, incluyendo los recursos pecuniarios necesarios (23). Para la  ejecución de las leyes y políticas es necesario que los gobiernos aumenten los recursos para este tema,  de acuerdo a las necesidades de cada país, considerando la violencia contra las mujeres en sus agendas de temas  prioritarios.  Por ello se debe garantizar que el Estado asuma su responsabilidad en la lucha contra la violencia desde todos los sectores.
	En Colombia: “Autorízase al Gobierno Nacional para que realice las apropiaciones presupuestales necesarias para el desarrollo de esta ley” (Art. 30). (12)



4.2. Para implementar la ley es importante una coordinación multisectorial
La violencia contra las mujeres es un problema complejo que no se resuelve unilateralmente.  Su abordaje requiere respuestas multisectoriales, interdisciplinarias y en diferentes niveles. En esta alianza deben participar al menos: el Poder Judicial, ministerios de la mujer, el sector de educación y de salud, los albergues públicos y privados, la Asamblea Legislativa y las organizaciones no gubernamentales, especialmente de mujeres. Estas redes multisectoriales deben funcionar en los siguientes niveles:

-    Al nivel político a través de coaliciones nacionales: La red nacional se organiza para formular, ejecutar, instrumentar las políticas y programas de prevención y atención en los diferentes sectores e idealmente con un Plan Nacional de Acción. Estas redes pueden institucionalizar las buenas prácticas y monitorear la realidad nacional a través de investigaciones y informes del sistema de información sobre el problema de violencia contra las mujeres, sus manifestaciones, magnitud, consecuencias;   y las alternativas para enfrentarlo y erradicarlo (Puerto Rico (Art 4.1 b).  El monitoreo también debe incluir la medición del progreso en la implantación de la ley con indicadores de cumplimiento y progreso, acordados como parte del Plan Nacional, que se somete en informes anuales al Consejo de Gobierno y a la Asamblea Legislativa. [Puerto Rico (Art 4.1, j)].  

	En Colombia: “El instituto Colombiano de Bienestar diseñará políticas, planes y programas para prevenir y erradicar la violencia intrafamiliar” (Art 28). (12)
En Puerto Rico: “Desarrollar estrategias para fomentar cambios en las políticas y procedimientos en las agencias gubernamentales con el fin de mejorar sus respuestas a las necesidades de las personas víctimas de maltrato” (Art 4.1,e). (13)



-   Al nivel de sectores: para coordinar la formulación y implantación de las políticas sectoriales que incluyen: normas y protocolos de atención,  capacitación de los proveedores de los servicios y establecer sistemas de información y vigilancia.

-      Al nivel de la comunidad: formación de redes que detecten, apoyen, refieran y atiendan a las mujeres víctimas de violencia, y que coordinen campañas para su prevención. En algunos países se han formado grupos de apoyo y de auto ayuda entre las mujeres, así como, grupos de discusión con hombres.
4.3. Para monitorear la implementación de la ley es importante fortalecer a las instancias públicas de la mujer a través de una coordinación intersectorial
En la mayoría de los países en la región son los Ministerios o Institutos de la Mujer que monitorean el cumplimiento de las convenciones que tratan con la equidad de género.  En este sentido,  se recomienda fortalecer estos sectores para funcionar como los entes rectores de las políticas y programas de prevención y atención de la violencia contra la mujer,  y que se responsabilicen de las siguientes funciones:  
· Elaborar los informes nacionales de cumplimiento o avance de acuerdo a CEDAW y Belém do Pará.
· Velar por el progreso y monitoreo intersectorial de la legislación internacional y nacional.
· Coordinar a nivel nacional las políticas y programas de prevención, atención y sensibilización de los sectores miembros de la coalición nacional.
	En Puerto Rico: “Identificar grupos y sectores en los que se manifieste la violencia doméstica, educarlos y concientizarlos en destrezas para combatirla.” f: “Establecer y fomentar el establecimiento de programas de servicios de información, apoyo y consejería a las víctimas de maltrato” (Art. 4.1, c). (13)



· Coordinar la red de puntos focales de los diferentes sectores miembros.
· Coordinar los sistemas de información de los sectores y producir informes regulares de monitoreo que sirven para la planificación y abogacía.
· Coordinar campañas sobre los derechos de las mujeres.
· Donde existen y haya recursos institucionalizados, coordinar refugios y albergues: Creación de refugios y albergues para las víctimas. [Paraguay (Art. 4, g); Venezuela (Art. 15); Puerto Rico (Art. 4.1,g)].
4.4. Para monitorear el cumplimiento de la ley y su impacto en la población, es importante establecer sistemas de información en cada sector que atienda a las mujeres victimas de violencia.        
Estos sistemas deben ser prácticos y coordinadas por las entidades nacionales encargas de las estadísticas sectoriales. Es importante que los sistemas de informaciones cumplan con los siguientes criterios:
· Que la recolección de información forme parte del modelo integral de atención, y que el personal esté capacitado en el trato de la mujer víctima, para prevenir la revictimización.

· Que sus instrumentos de recolección de información sean sencillos y que contengan como información mínima: sexo, edad, tipo de violencia, tipo de relación con el agresor, edad, lugar de residencia.
· Que se recolecten y se analicen los datos de manera regular,  a nivel local, regional y nacional para vigilar la situación, para la programación y abogacía en los tres niveles.
· Que se publiquen y se diseminen regularmente informes nacionales para monitorear la situación. 
	En Chile: “El juez deberá por el tiempo que considere prudente, controlar el cumplimiento y resultado de las medidas precautorias decretadas y de las sanciones adoptadas, pudiendo delegar estas funciones en instituciones idóneas para ello, como el Servicio Nacional de la Mujer, los Centros de Diagnósticos del Ministerio de Educación o los centros comunitarios de Salud Mental Familiar, lo que determinará en la sentencia. Los organismos referidos deberán, con la periodicidad que el tribunal señale, evacuar los informes respectivos” (Art 5).
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PROGRAMA DE ACCIÓN PARA LA FORMULACIÓN DE PROPUESTAS COORDINADAS PARA LA ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA BASADA EN EL GÉNERO EN EL CARIBE 
1.
ANTECEDENTES
El presente informe representa las conclusiones y recomendaciones elaboradas en la Mesa Redonda Interinstitucional sobre 'Formulación de propuestas coordinadas para la erradicación de la violencia basada en el género en el Caribe' realizada en mayo de 2004.  Se basa en las Evaluaciones regionales de iniciativas tendientes a poner fin a la violencia contra la mujer en el Caribe realizadas por el UNIFEM y la CEPAL.  También se basa en el debate y el intercambio de experiencias que tuvieron lugar en la Mesa Redonda, en la que participaron representantes del sistema de las Naciones Unidas, la comunidad de los donantes, gobiernos, ONG y el movimiento que combate la violencia contra la mujer.  La Mesa Redonda brindó la posibilidad de reflexionar sobre lo logrado e identificar vías estratégicas tendientes a dar un nuevo enfoque a la labor intra regional para profundizar el impacto de las políticas de erradicación.  

2.
EVALUACIÓN REGIONAL DE INICIATIVAS TENDIENTES A PONER FIN A LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER

En las dos últimas décadas se lograron enormes avances hacia el objetivo de poner de manifiesto los temas de la violencia contra la mujer.  A través de los esfuerzos de mujeres activistas y activistas de los derechos humanos se ha enfrentado la dicotomía entre el sector privado y el sector público en cuanto a la responsabilidad del Estado, promoviéndose así una mayor responsabilidad de este último en cuanto a la seguridad y al bienestar de mujeres y niños, especialmente en la esfera doméstica.  Lo que ha traído consigo esa sostenida promoción de causas en torno al tema de la violencia contra la mujer es un creciente reconocimiento del problema de las desiguales relaciones de poder que dan lugar a la opresión y al abuso de mujeres y niños en todo el mundo.  

La acción más sostenida ha sido la realizada en la esfera de la educación.  Las organizaciones femeninas de la región se han esforzado seriamente en elaborar estrategias tendientes a educar a la comunidad, producir folletos, producciones de teatro popular, etc., encaminadas a destacar las causas de la violencia e incrementar el conocimiento de las víctimas sobre sus derechos y los servicios jurídicos que tienen a su disposición.  Las entidades regionales e internacionales también han cumplido un papel esencial creando conciencia y promoviendo la colaboración interinstitucional en torno a este tema.  Un ejemplo de ello es la Campaña Interinstitucional de 1997-98 del UNIFEM– “Una vida sin violencia es un derecho nuestro”. 
Un importante aspecto de esta campaña educativa ha sido el referente a los programas de capacitación y sensibilización de los funcionarios policiales y judiciales, siendo CAFRA el organismo orientador en los años noventa.  La iniciativa regional más importante fue la de capacitación policial, instituida por CAFRA, en cuyo marco más de 4.000 oficiales de policía fueron sensibilizados a lo largo de un período bienal.  Se logró un nivel relativamente alto de colaboración interinstitucional para la realización de este proyecto, enfoque que debe examinarse en otras iniciativas sobre violencia contra la mujer.  En 2000, el UNIFEM celebró una conferencia para magistrados en que se examinó el tema de los derechos humanos.  El objetivo, a este respecto, consistió en centrar la atención en quienes operan en la esfera de la justicia sobre la gravedad del problema de la violencia contra la mujer, sus consecuencias sociales en más amplio sentido y la necesidad de enfrentarlo eficazmente. 
Con esta campaña educativa se ha conjugado un proceso de reforma jurídica, orientado por la CARICOM y su exitosa iniciativa de promoción de una legislación modelo que se insta a los gobiernos a adoptar.  Los esfuerzos de la CARICOM han dado lugar a leyes sobre violencia doméstica en la mayoría de los países y, en unos pocos países, a la reforma de las normas penales sobre delitos sexuales, en especial cierto reconocimiento de la violación dentro de matrimonio.  También ha comenzado a abordarse el tema del incesto, introduciendo la obligación de denuncia por parte de los padres y definición de quién puede ser procesado.  Actualmente la OECO está realizando una investigación ulterior sobre Derecho de Familia y Reforma de la Legislación sobre Violencia Doméstica a través de la cual se espera establecer prácticas de casos óptimos para que las aprovechen los gobiernos. 
Uno de los mecanismos clave, para ayudar a enfrentar el tema de la violencia, ha consistido en la prestación de servicios sociales a las víctimas de abuso por parte del sector de las ONG.  En ese contexto se crean centros de crisis y líneas telefónicas para emergencias, se brinda asesoramiento y se ejecutan programas de intervención para los perpetradores, a través de los cuales se procura promover la responsabilidad masculina por su actuación.  Si bien la mayor parte de la labor realizada en esta esfera de respaldo a las víctimas ha estado a cargo de ONG y OSC, también se han logrado ciertas subvenciones gubernamentales en metálico para respaldar esos programas.  No obstante, la prestación de servicios sociales en general es insatisfactoria; se requiere un compromiso gubernamental más categórico.  Esta esfera recién ahora se reconoce como componente esencial para remediar el problema de la violencia contra la mujer. 
Pese a los logros alcanzados subsisten varias fallas en la labor que se está realizando, y muchos desafíos consistentes en barreras para la erradicación de la violencia basada en el género.  En primer lugar, el enfoque de la labor en esta esfera está restringido estrechamente a la violencia doméstica.  En consecuencia, otros problemas inextricablemente conexos, como el abuso sexual de los niños y el acoso sexual no reciben la debida atención porque constituyen formas de violencia y son representativos de desiguales relaciones de poder entre los sexos.  

La administración de justicia ha sido limitada debido a que la Policía se muestra reacia a utilizar adecuadamente sus potestades de aplicación coercitiva de la ley, lo que obedece a la continua trivialización de cuestiones de abuso doméstico e incesto.  Lo que es más importante, ello es un producto de la persistente aceptación de normas patriarcales sobre privacidad familiar, que promueven la indiferencia acerca del abuso entre los cónyuges.  Aunque el proyecto regional de CAFRA sobre capacitación policial ha llevado a que la Policía centre más la atención en la cuestión de la violencia contra la mujer, subsiste la ambigüedad con respecto al papel de ese organismo, es decir si es de aplicación coercitiva de la ley o de resolución de conflictos.  Este último aspecto resulta más popular, pero lamentablemente no proyecta una imagen de tolerancia cero.  Se espera que la introducción de políticas de arresto preceptivo permita hacer frente a este problema, pero debe considerarse cuidadosamente esa posibilidad antes de instituir esas políticas.  La Policía criticó la capacitación porque en ella no se presta suficiente atención a los aspectos técnicos de la función policial, especialmente en la esfera del arresto y la producción de cargos contra los perpetradores.  
Lo inadecuado de la administración de justicia se ve agravado aún más por el escaso acceso de las víctimas a la justicia.  Por lo cual la CIDA ha formulado recomendaciones que incluyen un acceso más expedito a la asistencia jurídica y el fortalecimiento de la mediación a nivel de la magistratura para que las mujeres puedan hacer respetar mejor sus derechos.  
También es necesario dar mayor sensibilidad a los tribunales y mayor coherencia a las normas sobre prestación de servicios, diseñando al mismo tiempo una respuesta judicial que incremente las opciones de los tribunales de tratar a los perpetradores más allá de encarcelarlos.  Para que esas reformas se hagan efectivas se requiere un real proceso de seguimiento y evaluación para determinar las actitudes de los tribunales y la aplicación de las leyes por parte de los mismos.  En esos análisis se destacaría la necesidad de vínculos más estrechos con los servicios sociales dentro del sistema judicial como medio de garantizar la aplicación de la ley a través de asesoramiento que promueva la responsabilidad de los perpetradores y el respaldo para las víctimas. 
La más amplia cuestión de los servicios sociales guarda relación con la fragilidad de su infraestructura para ofrecer servicios suficientes, como asistencia jurídica, alojamiento en casos de crisis y protección infantil, debido a falta de recursos.  El escaso financiamiento público, dada la escasa prioridad que se da al tema, ha determinado, además, inadecuados protocolos para el servicio de salud y falta de instrumentos tales como conjuntos de materiales sobre abuso sexual, y prácticamente no se dispone de alojamiento para casos de transición a cargo del Estado.  Cuando el Gobierno y las ONG han proporcionado mecanismos, las restricciones financieras han hecho que la prestación de servicios sociales se haya centrado exclusivamente en la víctima, lo que si bien es importante, no debe hacer olvidar que las estrategias tendientes a hacer frente al problema de la violencia no deben limitarse a ese enfoque, sino, además, asumir la tarea de la prevención.  Para avanzar en el enfrentamiento de las causas y curar los síntomas se requiere un mayor compromiso intersectorial y papeles bien definidos en materia de servicios, como garantía de la integración del tema, poniendo fin a la fragmentación general de la respuesta y los análisis de políticas.  En resumen, es necesario establecer una red de responsabilidad más adecuada para promover la responsabilidad por la erradicación de la violencia contra la mujer dentro de todos los ministerios de gobierno, a través de una política intersectorial nacional. 
La falta de determinación política por parte de los gobiernos se ve agravada por fallas en cuanto a recopilación de datos que puedan usarse como eficaz instrumento de promoción de causas por parte de ONG y oficinas de asuntos de la mujer.  Aunque la OPS y la CEPAL han elaborado protocolos de recopilación de datos sobre violencia doméstica, sigue siendo inadecuada la comprensión de la prevalencia y la incidencia de todas las formas de violencia basada en el género, lo que se debe a la escasa capacidad de los gobiernos y los sectores de servicios asociados de aplicar adecuados procedimientos de registro de datos.  El resultado final es que no puede realizarse un control y una evaluación eficaces, lo que dificulta la labor de promoción de causas.
Aunque el sector de las ONG es la principal fuente de apoyo, no está exento de críticas.  Dentro del sector la colaboración es insuficiente, lo que ha dado como resultado vacío y duplicación de los servicios dispensados.  El enfoque de su labor se ha visto afectado también por su estrechez, que ha impedido abordar cuestiones vitales, como el abuso infantil.  El sector ha prestado demasiada atención a las mujeres como víctimas, y no se ha instado a los hombres a aceptar sus responsabilidades.  El hecho de que el movimiento femenino no haya logrado catalizar ese sentido de responsabilidad por parte de los hombres, individualmente y dentro de las instituciones, para que se ocupen del tema, es la falla cardinal de la labor realizada en torno a la violencia.

Pese a los numerosos logros, nuestra atención no puede apartarse del hecho de que, al igual que todos los tipos de violencia, la que se ejerce contra las mujeres y los niños parece ir en aumento, o por lo menos no reducirse, en medida alguna, en proporción a los niveles de acción realizados por las entidades femeninas.  La vulnerabilidad de la mujer frente a la firmeza y resistencia del sistema patriarcal constituye una continua realidad social, agravada aún más por el creciente problema de la marginación económica y social masculina y la trivialización de la cuestión de la desigualdad y la violencia basada en el género.
Ahora tenemos que preguntarnos qué podemos hacer de aquí en adelante para garantizar un progreso integrado sistemático y de transformación, y qué curso de acción es necesario adoptar no sólo para enfrentar los síntomas sino también para abordar, más profundamente, las causas de la violencia 
Respuestas tempranas sobre estos temas se han producido a través de muy numerosas recomendaciones efectuadas en la Conferencia Regional de la CEPAL, el CDCC y la CIDA sobre violencia basada en el género, de febrero de 2003, el análisis realizado en 2001 por la CIM/OEA sobre programas nacionales sobre violencia contra la mujer en diez países del Caribe y a través de la evaluación regional del UNIFEM y la CEPAL. 
Recomendaciones de los participantes basadas en la Evaluación Regional:

i. Es necesario modificar el lenguaje, y adoptar más ampliamente el rótulo de 'violencia basada en el género' (VBG) para que abarque la cuestión del cambio cultural como medida preventiva clave.

ii. Es necesario reconocer mejor la violencia contra la mujer como un aspecto de la creciente violencia dentro de la sociedad.  Por lo tanto se requieren investigaciones más intensas sobre la conexión entre la violencia en la sociedad en general y la existencia de violencia contra la mujer.

iii. Debe incorporarse la perspectiva de género en todos los ministerios y servicios sociales y civiles del gobierno, lo que permitirá percibir el problema de la violencia contra la mujer y la agresión masculina en su más amplio contexto, y reconocer sus efectos para la sociedad en conjunto.

iv. Es necesario dar mayor visibilidad al acoso sexual y a los delitos sexuales, y adoptar la legislación que corresponda.

v. Deben elaborarse Planes de Acción Regionales y Nacionales, con el consiguiente incremento de la responsabilidad del Estado.  

vi. En esos planes debe promoverse una mayor coordinación y colaboración entre diferentes servicios que se ponen en contacto con la cuestión de la violencia doméstica y el abuso sexual.  Esta coordinación puede ser ‘triangular’, ‘lineal’ o ‘circular’.

Comentarios adicionales de los participantes:

· Representa un gran desafío establecer realmente un ‘nuevo marco’ sobre la cuestión de la violencia, pasando de la VCM a la VBG, ya que ello implicará enfrentar el problema de las ansiedades masculinas con respecto a la creciente igualdad entre los sexos y la marginación y dislocación económica.  Sin embargo, ese nuevo marco es imperioso para lograr éxito.  

· El contexto de la adopción de un nuevo marco debe basarse en el entendido de que los hombres deben tomar parte en posición más central en el proceso de reducción de la violencia contra la mujer, pues son ellos los principales perpetradores.  Es preciso tratar de determinar las razones y cuestionar determinados aspectos de la cultura para promover la transformación social.  

· Este cambio de enfoque proviene de la creciente comprensión de que si bien la dependencia económica sigue siendo una causa de vulnerabilidad al abuso, intervienen otros problemas, especialmente porque la situación material de las mujeres está mejorando.  En consecuencia, se llama la atención sobre los inconvenientes ideológicos y culturales que enfrentan las mujeres, independientemente de su clase, y que sirven de justificación para la violencia contra ellas.  

· Para dar comienzo a este proceso de establecimiento de un nuevo marco es necesario ampliar la educación sobre el significado real de la VBG y del género mismo y establecer en qué difieren de la VCM.  Esa comprensión colectiva en el proceso de abordaje de la violencia es un requisito previo para garantizar un cambio fundamental.  

· Es preciso esforzarse en lograr que las mujeres no se pierdan de vista en ese proceso de establecimiento de un nuevo marco, y que sigan siendo reconocidas como víctimas, especialmente en el contexto de la violencia sexual.  Seguirán siendo necesarios servicios tales como los de alojamiento, asistencia jurídica, asesoramiento, etc.  

· La responsabilidad del Estado debe mejorar aún más, en especial con respecto a la asignación y despliegue más eficientes de recursos que complementen los de las ONG.  Es preciso que los Estados reconozcan el más amplio contexto de la VCM con respecto a su conexión con la economía y al problema de la marginación económica y al comportamiento violento masculinos.

· Deben darse señales claras de que se adoptarán medidas a nivel regional (interinstitucional) para ayudar a reforzar los efectos a nivel nacional y determinar la forma que debe adoptar esa coordinación en ambas esferas.  

· Se requieren mayores esfuerzos de recopilación de datos para determinar el nivel real de incidencia.  Ello promovería un respaldo mejor centrado por parte de los gobiernos.

· Cuestionar la cultura y el estigma que va adjunto a la violencia sexual ayudará a hacer frente al problema de la subutilización de la legislación.  Por otra parte, cuestionar a quienes definen la cultura garantizará, ante todo, que se dicten normas legales referentes a la violencia sexual.
3.
CUESTIONES EMERGENTES Y ‘EL GRAN SALTO ADELANTE’

i.
Crimen e inseguridad

En las cambiantes condiciones económicas y sociales de la región del Caribe se ha comprobado que las mujeres son más capaces de adoptar y establecer con éxito estrategias de supervivencia, en tanto que los hombres quedan cada vez más por el camino y se ven marginados de la economía.  El resultado de esta transformación es que las mujeres están rompiendo sus viejos estereotipos sociales, lo que el hombre considera como una amenaza, como una impugnación de su jerarquía en la sociedad.  Una consecuencia de ello es el aumento de la violencia entre hombres, pero también entre hombres y mujeres.  Las mujeres resultan víctimas de las manifestaciones cada vez más violentas del hombre, debido a la crisis de identidad y las ansiedades masculinas con respecto a su finalidad dentro de la sociedad y dentro del hogar.  Lo que se está experimentando es que el delito y la inseguridad a nivel general se propagan a la esfera doméstica.  Esto se ve agravado por el hecho de que la violencia a nivel societario general se considera como una característica masculina aceptable, ‘natural’.  Por lo tanto, la violencia contra la mujer se considera un subproducto aceptado de la violencia societaria.

Al mismo tiempo, subsisten en la sociedad los valores culturales patriarcales tradicionales, y las mujeres siguen siendo valoradas como inferiores al hombre.  Sus ocupaciones, su educación, su salud y su nutrición no se consideran tan importantes como los del hombre en la familia.  Es el nivel inferior asignado a la mujer dentro de la sociedad, y la falta de poder de estas últimas dentro de las relaciones a nivel doméstico y comunitario lo que da mayor legitimidad a la violencia contra la mujer.  

La experiencia femenina en cuanto a violencia también obedece, en general, a cuestiones de raza, etnia y posición económica.  La violencia tiene un rostro vinculado con el género, y para hacer frente a este problema es necesario examinar del desarrollo económico a través de una perspectiva de género para contrarrestar las tesis sobre marginación masculina y legitimar aún más la actividad económica productiva de la mujer.  Ello requiere asimismo que los gobiernos reconozcan el hecho de que el delito tiene que ver con el género y por lo tanto promueve la violencia basada en este último.  

ii.
VIH/SIDA

Aunque existe un claro vínculo entre la VBG y el VIH/SIDA y la feminización de la enfermedad, las escasas investigaciones realizadas han determinado un insuficiente desarrollo de políticas sobre este tema.  El problema se plantea porque las mujeres no están en condiciones de negociar con los hombres sobre el uso de condones.  Carecen de las aptitudes necesarias para manifestar sus sentimientos, lo que obedece a su desempoderamiento.  También existe un problema preocupante en cuanto a los niños de corta edad forzados a mantener relaciones incestuosas y que no están en condiciones de insistir en el uso de mecanismos de protección, siendo por lo tanto susceptibles a las ETS.  

Se requieren más datos para mejorar las actividades de promoción y políticas sobre este tema.  Es necesario establecer la relación del tema con el VIH/SIDA, que puede ser una consecuencia de la violencia.  Como garantía de que se avance en forma real hacia la disminución de la incidencia de la violencia y el VIH/SIDA, los gobiernos y otras entidades deben alistar a los hombres como aliados para procurar que asuman mayores responsabilidades por sus actos.  También es necesario utilizar a Global Youth Partners para ayudar a crear conciencia sobre el VIH en los jóvenes, haciendo su actividad más apropiada a la situación y haciendo que los servicios les sean más accesibles.  En resumen el asesoramiento sobre el VIH debe ser más clínico y centrarse en la cuestión de la intimidad para lograr un cambio de comportamiento real.  

iii.
Modificación de las relaciones de género (La cuestión de la masculinidad)

La experiencia contemporánea de la violencia debe arraigarse en su legado histórico y en los sistemas basados en el terror de la esclavitud y el enfeudamiento.  En este contexto es necesario comprender cómo se han estructurado las funciones de género y sus aspiraciones conexas.  Habiendo identificado esos antecedentes es posible percibir que la política de identidad contemporánea moviliza esas viejas identidades de género y las despliega para su utilización actual.  Ello, sin embargo, tiene ciertas consecuencias de género, especialmente en cuanto a legitimación de la violencia a nivel social y a nivel doméstico.  No es posible ignorar el papel de los medios de difusión, que se basa en ideas tradicionales de violencia y género, considerándose cada vez más como norma la utilización de la violencia.  
¿Cómo es posible romper esta estructura social de una sociedad que ve la violencia como el 'primer recurso’? Para abordar este tema es necesario comprender las estructuras de masculinidad y feminidad en cuanto guardan relación con la violencia y definir su existencia como victimización basada en el género, y no femenina.
La modificación de los papeles de género se da en el Caribe como resultado de cambios económicos que han tenido consecuencias especiales en lo que hombres y mujeres identifican como femenino y masculino.  Por ejemplo, las constantes modalidades de logros masculinos insuficientes y los crecientes logros y el empoderamiento femeninos han sido considerados como obstáculo a la masculinidad hegemónica.  Ello ha llevado al hombre a asumir identidades hipermasculinas agresivas conectadas con la delincuencia y la cultura de las drogas.  La esencia de esta nueva identidad se basa en una afirmación externa expresada a través de la violencia.  Como la idea de la masculinidad es cada vez más frágil, la afirmación del yo se ha logrado a través de medios cada vez más poderosos y agresivos, para lograr la sensación de control tradicionalmente vinculada con la masculinidad.  
La modificación de los papeles de género femenino tiene dos aspectos; ambos con repercusiones en cuanto a violencia.  Para las mujeres jóvenes se ha producido el surgimiento paralelo de un comportamiento agresivo de carácter sexual, principalmente entre niveles inferiores de mujeres afrocaribeñas, que se ponen en situación de riesgo de sufrir violencia, algunas por aventurerismo sexual y otras por necesidad de alimentos y dinero.  Sus relaciones sexuales 'no muy consensuales' con múltiples individuos a temprana edad las colocan en una situación muy vulnerable, exponiéndolas a ETS, violaciones en serie y abuso físico.  

Con respecto a las mujeres de más edad, su creciente empoderamiento a través de mayores logros educativos, empleo y mayores medios financieros, compromete supuestos socialmente arraigados referentes al carácter natural de la desigualdad femenina.  La superioridad masculina reacciona mediante supresión y violencia para mantener oprimidas a las mujeres.
Otra consecuencia de que las mujeres rompan sus papeles sociales tradicionales es que ya no están dispuestas a asumir la tarea de dispensadoras de servicios informales sobrecargadas de tareas.  Como los recursos públicos ya son escasos, no se llena el vacío que está creando la retracción femenina de esa esfera.  El resultado se hace sentir en los niños, cuyo número en las calles aumenta y que por lo tanto cada vez más expuestos a abusos.
La legitimidad de la violencia en el Caribe no es sólo un producto de esta afirmación de identidades hipermasculinas, sino que está profundamente arraigada en la cultura de la socialización que promueve la aceptación de un comportamiento violento dentro de la sociedad en conjunto.  Esto puede verse en la conexión entre la paternidad y la violencia y la creencia de que la violencia es inherente a la crianza de los niños.  Es necesario desmantelar esta conexión y realizar investigaciones sobre la eficacia de prácticas no violentas de crianza de niños.
Para avanzar, lo que se requiere es un programa de resocialización que ayude a la sociedad a buscar alternativas a la violencia como primer recurso en respuesta al temor, el conflicto y la ira.  Debe impartirse capacitación, especialmente a los hombres, en la utilización del lenguaje, en lugar de la violencia, para hacer frente a la frustración, el enojo y las insuficiencias.  La conexión entre disciplina y violencia debe impugnarse también y deben promoverse relaciones más interpersonales como norma.  Es preciso eliminar ideas sobre lo que significa la virilidad o la feminidad de expresiones agresivas de comportamiento.  Finalmente, es preciso examinar las ideas de que el tiempo libre masculino es homosocial y el de la mujer periférico a la vida social masculina.  

Ese programa de resocialización cuenta con el apoyo de la ACCP, que ofreció a la conferencia el siguiente Enunciado de Misión:
“Debemos cambiar la dinámica en el teatro de las relaciones de género para que tanto hombres como mujeres puedan experimentar relaciones caracterizadas por mutuo respeto, comprensión e igualdad y exentas de temor, envidia, odio y todas las formas de violencia y abuso”.

iv.  
Determinación de un nuevo marco:  De la violencia contra la mujer a la violencia basada en el género

Cambiar el enfoque de la reacción frente a la violencia de modo de incorporar ideas de masculinidad y socialización requiere el establecimiento paralelo de un nuevo marco sobre los temas de la violencia, pasando de un concepto de violencia contra la mujer a uno de violencia basada en el género.  El primero se ha concentrado exclusivamente en la cuestión de relaciones de poder desiguales y mujeres que necesitan servicios.  Alterar la frase de modo de hablar de violencia basada en el género permite elaborar una gama más amplia de intervenciones centradas en el carácter de la violencia vinculada con el género y el hecho de por qué más hombres que mujeres actúan violentamente, y también el porqué de que la violencia sea una expresión de relaciones de poder basadas en el género, observando las conexiones entre ambas.  Se llamará así la atención sobre la necesidad de políticas que promuevan el cambio cultural y el papel clave que debe cumplir el sector de la educación a este respecto.  También puede ayudar a legitimar y motivar medidas colectivas por parte de mujeres, pero lo que es más importante, de los hombres y de las organizaciones que controlan.
Las modificaciones del contexto socioeconómico del Caribe deben realizarse conjuntamente con un compromiso político con el cambio cultural y la transformación de los estereotipos sociales.  El problema de la dependencia económica femenina con respecto al hombre y el vínculo con la violencia debe explorarse y abordarse a través de políticas que promuevan el empoderamiento económico independiente.  El tema de la política sexual y las expectativas estereotipadas de género acerca de quién mantiene a la familia ayudan a mantener una dinámica subterránea de conflicto y dependencia.  Es preciso procurar que mujeres y hombres alteren sus percepciones y promuevan relaciones más equitativas.  
v.
Enfoques integrados e interinstitucionales
Se requieren respuestas mejor coordinadas e integradas intersectorialmente para hacer frente con éxito a fuertes obstáculos culturales, sociales y económicos al logro, por parte de las mujeres, de una vida libre de violencia.  Esto exigiría poner fin a la fragmentación, y dar comienzo a una estrategia plenamente abarcativa que aborde cuestiones de seguridad pública, salud, educación judicial, vivienda y asesoramiento comunitario.  En este contexto deben combinarse respuestas tales como políticas de protección, prestación de servicios, justicia, prevención e investigación de las causas raigales para combatir todas las formas de violencia.  Las mismas deben basarse en una gama de organismos gubernamentales y no gubernamentales, que no se limiten a los ministerios de asuntos de la mujer, para mejorar la calidad de los servicios que se prestan sobre el terreno.  Al mismo tiempo debe reconocerse el rostro de género de la violencia y el hecho de que su eliminación está directamente vinculada con la promoción de los derechos de la mujer y la igualdad de género.
El resultado final debe implicar la elaboración de Planes de Acción Nacionales y Regionales a través de un proceso participativo en que intervenga el sector de las ONG.  En esos planes deben exponerse claramente los diversos protocolos sectoriales, su mutua relación y la necesidad de asignación de recursos.  Es posible basarse en varias recomendaciones establecidas por conferencias y estudios de investigación anteriores, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y la reunión de la CIM/OEA 2001, que revisten especial importancia.  Para llevar adelante esa colaboración debería identificarse en cada país una 'entidad o comisión orientadora' que ayude a identificar necesidades, acciones (de prestación de servicios y cambio cultural), así como indicadores de seguimiento y evaluación.  A nivel regional el UNIFEM debe asumir el papel de fuente de respaldo y asesoramiento de una entidad de ese género.  

Para ayudar a establecer enfoques integrados e interinstitucionales sería útil basarse en el fundamento de una programación conjunta, ya que su propósito consiste en lograr mayor eficacia, colaboración y reducción de costos, reuniendo los esfuerzos de diferentes organismos bajo un mandato claro.  La de las Bahamas puede utilizarse como práctica óptima sobre la manera de establecer una coordinación colectiva multidisciplinaria que procure elaborar protocolos para diferentes sectores y hacer que los políticos reconozcan la necesidad de un grupo de tarea nacional sobre violencia.  Este último aspecto requiere un protagonista clave que influya en los diferentes ministerios y en el Gabinete para incrementar la voluntad política.  
vi.
Alternativas de recursos

Para lograr algún tipo de cambio eficaz es imperioso desplegar los recursos del Estado en forma más eficiente dada la limitación de recursos.  Ello no requiere necesariamente mayor asignación de recursos, sino canalizar la red existente de servicios públicos en forma más eficiente para enfrentar la violencia basada en el género.  Esto podría implicar la identificación de programas con menor intensidad de capital, como las políticas educacionales.  Una política educacional podría incluir, por ejemplo, educación sobre derechos humanos, y en ella podrían abordarse cuestiones tales como igualdad de género, respeto y derechos a partir de la escuela primaria.  Esa labor podría incluir también la realización de auditorías del servicio civil para identificar las posibilidades de reubicar y reasignar el personal existente a diferentes unidades de prestación de servicios sociales y al mismo tiempo hacer que diferentes unidades trabajen conjuntamente.  

vii.
‘El gran salto adelante’

Para lograr ese ‘gran salto adelante’ se requieren organizaciones regionales, gobiernos y dispensadores de servicios sociales que se ocupen de todos esos nuevos temas emergentes:  desde considerar el vínculo intrínseco con el VIH hasta reconocer la necesidad de dar nueva forma a las identidades de género, pasando por elaborar un plan de acción multifacético integrado.  Recién entonces se lograrán dar pasos positivos reales.  

4.
PLANES DE ACCIÓN DE LOS GRUPOS DE TRABAJO

Los grupos analizaron los siguientes temas en las esferas de Prevención, Justicia y Protección y Prestación de Servicios Sociales:

A nivel nacional y regional:

· ¿Qué se ha hecho y cuáles son las prioridades?

· ¿Qué mecanismos pueden identificarse para garantizar la integración?

· ¿Qué necesidades y aportes pueden identificarse a los efectos de la ejecución?

A.
PREVENCIÓN

Objetivo

Inculcar la capacidad de enfrentar cuestiones de relaciones sin recurrir a la violencia a lo largo de ciclo vital:  en la primera infancia; entre los adolescentes, especialmente los varones jóvenes; en la edad adulta, en especial en cuanto al abuso entre los miembros de una pareja.

Objetivos

i. Demostrar las conexiones entre abuso familiar y otras formas de violencia

ii. Crear vínculos que demuestren el carácter central de esta cuestión para el bienestar regional

iii. Flexibilizar la identificación femenina y poner de relieve las conexiones

iv. Demostrar el carácter artificial de las identidades de género

v. Identificar las identidades que sean efectivas y empoderadoras y las que no lo sean

vi. Impartir estrategias de manejo de las relaciones basadas en la igualdad y la equidad, más que en la conquista (sexual)

vii. Diseñar PROGRAMAS informados por investigaciones para respaldar medidas de intervención y aplicación

viii. Llevar a primer plano las masculinidades

Acciones y prioridades

i.  Investigación como respaldo del asesoramiento

ii.  Aclaración de ideologías y valores de género

iii.  Creación de trazos "firmes":

· Trazos interiores:  determinación de objetivos, autoestima, aptitudes de conocimiento

· Valoración propia positiva y confianza

iv.  Creación de sistemas de apoyo

· Género

· Legislación

· Reforma de políticas que sirva de apoyo, por ejemplo en educación y salud

v.  Estructuración de género

· Identificación y redefinición de la estructuración de género en el Caribe

· Abordaje de la estructuración sobre masculinidad, para procurar que los hombres adopten papeles de asociados amables, no violentos, liberándose así de rígidos papeles de género

· Mayor identificación masculina con medidas que garanticen la equidad de género, participación de hombres en la cuestión:  es preciso que perciban los beneficios que implica para ellos el proceso

Estrategias

i.  Localización de "promotores de causas" con influencia regional

ii.  Utilización de canales de información formales e informales con respecto a:

· La comunicación del cambio de comportamiento

· La comunicación de la educación basada en la información

iii.  Educación pública

· Definición de las asociaciones y grupos de padres eficaces y recompensas para los mismos

· Creación de modelos de funciones positivos

· Elaboración de programas de asesoramiento positivo

iv.  Reclutar organizaciones de base religiosa

· Utilización del diálogo o los intercambios de opiniones intergeneracionales

v.  Asesoramiento de los medios de difusión

· Elaboración de políticas y leyes

vi.  Mecanismos de fortalecimiento

· Capacitación de todos los que toman parte en el abordaje de la VCM:  de líderes comunitarios a legisladores

· Seguimiento y evaluación de todas las actividades

vi.  Aclaración de ámbitos ‘grises’

· Elaboración de claras directrices y modelos de prácticas óptimas con los que se comprometan los diferentes sectores y que promuevan la colaboración

Mecanismos de integración

i.  Contratación de una gama de organizaciones para que se comprometan a aplicar el programa:

· Medios de difusión 

· Instituciones religiosas:  Es necesario enfrentar una ideología fundamentalista de condena de la mujer y las necesidades de la sexualidad, para promover la cooperación.

· Educación y ministerio que refuercen la reingeniería cultural

· Artistas

· Mecanismos interinstitucionales de orientación del progreso, el asesoramiento y el seguimiento:  A nivel regional y específico de países, sobre la base del intercambio de conocimientos de instituciones académicas y datos recopilados.

B.
JUSTICIA Y PROTECCIÓN

Acciones y prioridades

i.  Creación de capacidad:

· Jueces, abogados, medios de difusión y Policía, para reforzar su conocimiento de la VBG

· Capacitación tendiente a mejorar el manejo de las víctimas y los perpetradores:  Debe guiarse por claros módulos para incrementar la coordinación y colaboración interdisciplinaria

ii.  Acceso más expedito a la justicia:

· Para las víctimas a través de la mayor prestación de asistencia jurídica y servicios y asesoramiento jurídicos

· Mayor acceso a quienes no viven en zonas urbanas

· Aplicación más intensa de la ley por parte de la Policía a través de la emisión de órdenes de protección y arresto preceptivo en casos de violencia que representen emergencias

· Los jueces deben estar disponibles para casos de emergencia 

· Sistemas de protección de testigos

iii.  Reforma de la legislación

· En materia de violencia doméstica:

· Ampliación de la definición de quienes tienen derecho a reparación, de modo de incluir a las ‘relaciones a larga distancia’

· Fortalecimiento de la legislación sobre protección infantil

· Sanción de leyes que establezcan claras directrices de Prestación de Servicios Sociales

· Logro de la adopción, en mayor medida, de leyes sobre violencia sexual y acoso sexual.  Ello requerirá mayores investigaciones sobre la incidencia y el establecimiento de los factores de vulnerabilidad

· Proyectos de mejoramiento de la justicia

· Fortalecimiento del seguimiento de casos de VBG:  Mejoras en cuanto a recopilación de datos referentes a la aplicación de leyes.

Mecanismos de integración

i.  Base de datos central dentro del sistema judicial

· Se requiere un protocolo claro para ayudar a establecer ese mecanismo de recopilación de datos

· Los datos pueden usarse como mecanismo de seguimiento de la aplicación de las leyes

ii.  Las autoridades de la CARICOM deben generar voluntad política

· Nueva redacción y seguimiento de la legislación modelo, y reconocimiento de que las cuestiones del delito y la seguridad dependen del género y se infiltran en la violencia

iii.  Capacitación (regional) de la Policía y los fiscales para lograr mayor sensibilidad frente a las cuestiones de género

iv.  Institucionalización regional de la capacitación de los jueces

· Es preciso establecer un claro módulo que garantice la coherencia, poniendo fin al actual enfoque ad hoc

v.  Formación de redes de política jurídica y social

· Exigir la presencia de un grupo de personas en esta esfera que puedan orientar y promover actividades en cuanto a mejoras judiciales; por ejemplo una “Asociación Regional de Abogados”

vi.  Mayor uso de servicios de ombudsmen
Necesidades
Comisión Regional sobre VBG, posiblemente vinculada con la CARICOM y formada por expertos y líderes, tales como Presidentes de Cortes Supremas, Jefes de Policía, etc.

C.
PRESTACIÓN DE SERVICIOS SOCIALES

Acciones y prioridades

i.  Identificación de componentes esenciales de la Prestación de servicios sociales:

· Obra social:  Dentro de escuelas, hospitales, prisiones, centros de crisis y ONG

· Asistencia jurídica:  Que comprenda el acceso a abogados y consejeros

· Asesoramiento:  Pastoral, familiar, clínico

· Salud:  Acceso a clínicas de hospitales, asistencia de médicos y enfermeros privados, y de salud mental

· Educación:  Docentes y asesores para crear conciencia, identificar señales de abusos y dispensar asesoramiento

· Bienestar infantil:  A través del establecimiento de ONG y otras entidades de protección infantil

· Intervención frente a abuso de sustancias psicotrópicas:  Disponibilidad de centros de rehabilitación y consejeros

ii.  Realización de una evaluación de necesidades, en que se identifique:  

· Lo que ya existe

· Las fallas existentes

· Dificultades previstas/barreras

· Lo que se requiere

iii.  Creación de capacidad de ONG y otras entidades

iv.  Reforma de la legislación:  Lo que reconoce e incorpora la Prestación de Servicios Sociales

Mecanismos de integración

i.  Establecer un órgano de coordinación

· Que represente los diferentes sectores de los servicios sociales, con un subcomité que refleje un enfoque intersectorial 

· Encargado de:

a) Formulación de políticas

b) Investigaciones

c) Seguimiento (recopilación de datos, indicadores)

ii.  Elaborar un protocolo interinstitucional

iii.  Hacer efectivo el intercambio de información y capacitación intersectoriales sensibles a las cuestiones de género

iv.  Integrar las perspectivas de género en la formulación de políticas

Necesidades

i.  Cambios de actitudes que comprendan enfoques integrados

ii.  Necesidad de lograr capacidad de realizar un seguimiento estrecho y aprender a partir de casos que representen prácticas óptimas, por ejemplo, en las Bahamas

iii.  Género

iv.  Recursos humanos, con la seria determinación a obtener recursos en mayor proporción del sector de los servicios sociales

v.  Recursos financieros

A nivel regional 

· Compartir prácticas óptimas

· Procurar que las facultades de Derecho y académicos de otras disciplinas intercambien experiencias sobre investigación y análisis del sector del servicio civil para ayudar a establecer una política e influir sobre la práctica

· Necesidades de investigación para destacar el impacto de la VBG sobre todo el país, su economía, etc.

· Creación de una comisión que promueva un diálogo más intenso del sector de los servicios sociales, así como el compromiso y la voluntad políticos de los gobiernos

· El sistema de las Naciones Unidas y la comunidad de los donantes deben ejercer creciente presión sobre los Estados para que se tome en serio la cuestión de la VCM

5.
CONSECUENCIAS PARA UNA RESPUESTA COORDINADA

A continuación aparecen algunas recomendaciones emanadas de las actuaciones del día y de los informes de los grupos, a través de las cuales se procura elaborar mecanismos de respuesta integrada y coordinada a escala nacional y regional en las esferas de Prevención, Justicia y Protección y Prestación de Servicios Sociales.

Formación de asociaciones nacionales y regionales

· Debería establecerse una Comisión Regional sobre Violencia basada en el Género, posiblemente vinculada con la CARICOM.  Estaría integrada por líderes con la experiencia técnica necesaria pertinente, como Presidentes de Cortes Supremas, Jefes de Policía y/o representantes de entidades pertinentes, como la Policía, el sector de los servicios sociales, el sector jurídico y educativo, los medios de difusión, organizaciones femeninas y entidades regionales como la CARICOM, la OECO, la UWI y CAFRA.  

· Debería designarse a un ‘promotor de causas’ con influencia regional y conciencia en cuestiones de género, extraído de la comisión regional o al que se solicite que preste servicios a la comisión.

· Debería existir una Asociación Regional de Abogados que tome la iniciativa en la promoción de mejoras judiciales.

· Debería establecerse un órgano regional de coordinación que represente a los diferentes sectores de servicios sociales, encargado de elaborar políticas y realizar actividades de investigación y seguimiento, y de promover un diálogo más intenso en el sector de los servicios sociales y fomentar el compromiso y la voluntad política de los gobiernos.

· Deberían existir asociaciones similares a niveles nacionales que alimenten y refuercen la labor regional, y viceversa.

· Debería elaborarse un protocolo interinstitucional a nivel nacional y a nivel regional.

Capacitación

· Debería capacitarse a la Policía, los fiscales y los jueces a nivel regional, y deberían elaborarse módulos que garanticen la coherencia dentro de la región.  Esta labor debería incluir capacitación que mejore el manejo de las víctimas y los perpetradores, orientada por módulos bien definidos, que incrementen la cooperación y colaboración multidisciplinarias.

· Debería existir intercambio de información y capacitación entre distintos sectores y en toda la región.

· Todas las personas, de todo nivel, que tengan que ver en la esfera de la violencia contra la mujer, deberían recibir capacitación.

Enseñanzas emanadas de ‘prácticas óptimas’

· Es necesario elaborar claras directrices y modelos de prácticas óptimas.  Los diferentes sectores deberían comprometerse a esa actividad y promover la colaboración.

· Deberían elaborarse mecanismos de seguimiento estrecho de las prácticas óptimas para que pueda realizarse un aprendizaje de los mismos.

· En toda la región deberían compartirse prácticas óptimas – por ejemplo las de las Bahamas – sobre la manera de establecer coordinación de grupos multidisciplinarios que elaboren protocolos para diferentes sectores y promuevan la necesidad de fuerzas de tarea nacionales sobre la violencia; CAFRA – capacitación policial y colaboración interinstitucional; OECO – Derecho de Familia y Reforma de la Legislación sobre la Violencia Doméstica; UNIFEM – Campaña Interinstitucional.

Reforma de la legislación

· Es necesario dar nueva redacción a la legislación modelo de la CARICOM, y realizar su seguimiento.  Los ámbitos que han de considerarse son la ampliación de la definición de la violencia doméstica de modo de incluir relaciones con visitantes; fortalecer la legislación sobre protección infantil; legislación que establezca claras directrices de prestación de servicios sociales y la adopción en mayor medida de leyes sobre violencia sexual y acoso sexual.

Investigación

· Debería realizarse una evaluación de necesidades en la esfera de los servicios sociales para examinar lo que existe y los vacíos, dificultades y necesidades previstos.

· Es necesario procurar que los gobiernos elaboren y apliquen adecuados procedimientos de recopilación de datos, y ayudarlos en esa tarea.  Deberían aplicarse los protocolos de la OPS y de la CEPAL sobre recopilación de datos referentes a la violencia doméstica.

· Debería procurarse que las facultades de Derecho y la universidad en general compartan su experiencia sobre investigaciones y análisis para ayudar a establecer políticas y obtener aportes para la práctica.  Sería necesario estrechar el vínculo entre instituciones y comunidades.

· Se requieren investigaciones para destacar el impacto de la violencia basada en el género sobre las sociedades, las economías, etc.

· Es necesario investigar, documentar y compartir las prácticas óptimas en la región.

Género

· Debe pasarse del concepto de la violencia al de la violencia basada en el género para poder elaborar y aplicar políticas y programas eficaces.  Ello debe ser acompañado por educación pública sobre género y violencia basada en el género, y la diferencia de esos conceptos con el de la violencia contra la mujer.

· Es preciso identificar y redefinir las estructuras de género existentes en el Caribe, haciendo especial hincapié en los hombres, para procurar que redefinan la masculinidad y se identifiquen más con medidas que garanticen la equidad de género.

6. POSIBLE PAPEL DEL UNIFEM

Objetivo 

Facilitar y respaldar enfoques coordinados y pro activos a la erradicación de la violencia basada en el género en el Caribe.

Actividades

· Identificación de ‘promotores de causas’ con influencia regional.

· Facilitación y respaldo para el establecimiento de la Comisión Regional sobre Violencia basada en el Género.

· Facilitación y respaldo de las actividades de las otras asociaciones regionales de abogados y servicios sociales que se recomiendan.

· Coordinación de la documentación e intercambio de prácticas óptimas en la esfera de la violencia basada en el género en la región.

· Puesta en marcha de una campaña regional de educación pública que transfiera el enfoque de la violencia contra la mujer a la violencia basada en el género, esto es, en qué medida difiere de la violencia contra la mujer, en qué consiste el género, etc.

· Junto con el resto del sistema de las Naciones Unidas y la comunidad de los donantes, hacer presión sobre los Estados para que tomen en serio la cuestión.

7.
CONCLUSIÓN

La Mesa Redonda confirmó una vez más la necesidad de un enfoque más integrado y coordinado a nivel nacional y regional para hacer frente a la cuestión de la violencia basada en el género.  Este enfoque es necesario en un contexto de recursos limitados y para lograr que cada país aprenda de la experiencia de los demás y la amplíe.  En un enfoque integrado deben participar todos los sectores pertinentes y deben elaborarse planes de acción nacionales y regionales.  Debe realizarse un seguimiento y una evaluación continuos que garanticen que la legislación, las políticas y los programas elaborados responden al mandato de la erradicación de la violencia basada en el género.
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�  Este documento se presenta en cumplimiento del acuerdo No.4 de la Cuarta Sesión Ordinaria del Comité Directivo 2002-2004. A fin de cumplimentar el mandato y evitar duplicación de gastos y esfuerzos, se compone de dos documentos previamente elaborados. Uno de ellos fue presentado en la reunión  “Componentes clave sobre leyes y políticas de violencia contra las mujeres” (5-7 de agosto 2003), que organizó la Unidad de Género y Salud de la OPS/OMS, en colaboración con CIM/OEA, Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA), Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM), Comité Latinoamericano por los Derechos de la Mujer (CLADEM), IPAS, ISIS Internacional, Grupo Parlamentario Interamericano, Center for Reproductive Health.  El otro, es el informe de la mesa redonda “Desarrollando enfoques coordinados para erradicar la violencia basada en género en el Caribe”, realizada por CEPAL y UNIFEM en Barbados el 11 y 12 de mayo de 2004.








� También existe otras leyes que tratan de coadyuvar en el proceso de eliminación de desigualdades entre sexos y se refieren generalmente a la igualdad de oportunidades  para las mujeres.  Costa Rica cuenta con una Ley de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer, y Venezuela tiene una  Ley de Igualdad de Oportunidades.  Guatemala cuenta con una Ley Marco de Dignificación y Protección Integral de la Mujer, y en Argentina se emitió el decreto supremo que declara la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.











� En algunos países de la región se modificaron los códigos penales con la finalidad de sancionar variadas manifestaciones de la violencia contra las mujeres. A manera de ejemplo podemos citar algunos casos como es  República Dominicana, la Ley 24-97 de 1997 modifica a la vez varios códigos para lograr integrar el abordaje legal de la violencia mediante la vía penal, por lo cuál modifica el código penal, el código de procedimiento criminal y el código para la protección de niños, niñas y adolescentes y tipifica varias formas de violencia, El Salvador, se sancionan los actos de violencia y muy importante se sanciona a los que no obedecen las medidas dictadas por la ley de violencia. En Guatemala, la modificación penal  (1997) tipifica como delitos las lesiones, contagio venéreo (este aspecto es muy importante de tomar en consideración porque desde el sector salud se desea introducir en las leyes la prueba de VIH-SIDA, de forma obligatoria en los casos de violencia doméstica/de género), negación de asistencia económica e incumplimiento de deberes de asistencia, estupro, incesto, abusos deshonestos y violación. 
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